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PRESENTACIÓN

Nuestra Ley de Contratos, cuyo primer texto legal data de 1965, a pesar de haber supuesto un 
innegable impulso en la contratación y ejecución de la obra pública nacional, adolece, no obstante, 
por un lado de una cierta complejidad jurídica consecuencia de las sucesivas modificaciones 
realizadas por la transposición de las Directivas sobre contratación pública de 1993, 2004 y 2014, 
y por otro de una obsolescencia jurídica al no recoger nuevas modalidades de contratación pública 
y otros preceptos recogidos en las Directivas, cuya implementación contribuiría a agilizar los 
procesos de contratación y ejecución de la cadena de valor de la obra pública.

Las exigencias de buen gobierno y buena administración requieren un modelo cooperativo nuevo 
con el sector privado, que se alinee con la mejor satisfacción del interés general y de los objetivos 
de las políticas públicas, desde la confianza y la adecuada rendición de cuentas. Modelos que 
exigen una revisión no solo normativa, sino conceptual y cultural, en un escenario de nuevas 
exigencias de la ciudadanía y de incertidumbres (y de desafíos) que requieren la mejor respuesta, 
sumando esfuerzos públicos y privados.

Es por ello por lo que, nuestra organización, solicitó a D. José María Gimeno Feliú codificar en un 
texto ajeno a la Ley de Contratos del Sector Público, LCSP, una propuesta normativa para el 
impulso de la inversión mediante modelos de colaboración público - privada. 

El informe que se contiene en el presente documento incluye en norma independiente a la LCSP la 
regulación de todas las fórmulas de colaboración público-privada: contrato de obras con modelo de 
coste objetivo (target costing); modelos de naturaleza concesional con transferencia de riesgos; 
modelo de concesión de servicios a las personas; modelos de colaboración mediante sociedades 
de capital mixto; convenio de colaboración para la ejecución del contrato;  contrato de alianza 
público-privada; cooperación vertical; así como la colaboración público-privada de carácter 
patrimonial.

La opción por un texto normativo diferenciado a la contratación de obras, suministros y servicios del 
sector público se justifica en varios motivos. Por un lado, los modelos colaborativos tienen una 
naturaleza más compleja (en lo técnico o en lo financiero) y de plazo más largo y por ello el régimen 
jurídico de las concesiones debe adaptarse a este escenario, algo que no sucede en los contratos 
ordinarios regulados por la LCSP. Asimismo, una regulación específica permite mejorar la confianza 
del sector privado y facilita la atracción de financiación y know-how, lo que no se lograría con un 
marco general como el de la LCSP. Y, por último, permite dotar un régimen más flexible homologable 
con el de otras economías desarrolladas, lo que favorece una mayor competencia en un contexto 
de confianza y de fiabilidad de las reglas aplicables.

Julián Núñez
Presidente de Seopan
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JUSTIFICACIÓN: AFIANZAR EL ESTADO SOCIAL MEDIANTE LA INVERSIÓN PRIVADA 
ARTICULADA A TRAVÉS DE MODELOS DE COLABORACIÓN PÚBLICO-PRIVADA 
INTELIGENTES EN UN NUEVO CONTEXTO DE GEOESTRATEGIA ECONÓMICA

José María Gimeno Feliú. Catedrático de Derecho administrativo.

1.- EUROPA COMO CONTEXTO Y REFERENTE: INVERSIÓN PRIVADA AL SERVICIO DE 
POLÍTICAS PÚBLICAS

El actual contexto internacional aconseja una nueva visión en el ámbito de las decisiones públicas 
orientada a una cultura geoestratégica para implementar políticas públicas. La renovada presidenta 
de la Comisión Europea presentaba en julio del 2024 ante el Parlamento europeo su Programa 
político denominado “La decisión de Europa” con la finalidad política de servir de “escudo de la 
democracia europea”. Entre varios objetivos, se propone un gran impulso a las inversiones para 
poder avanzar en los objetivos de las transiciones ecológica, digital y social.

Con relación a la contratación pública, en el documento se recuerda que es necesario "hacer un 
mejor uso de la contratación pública, que representa el 14 % del PIB de la UE. Una mejora del 1 % 
en la eficiencia de la contratación pública permitiría ahorros por valor de 20 000 millones euros al 
año. Constituye una de las mejores bazas disponibles para desarrollar bienes y servicios 
innovadores y crear mercados líderes en tecnologías limpias y estratégicas". 

Y para ello, en línea con las Conclusiones del Consejo sobre el Informe Especial núm. 28/2023 del 
Tribunal de Cuentas Europeo “Mejorar la competencia equitativa y eficaz para los contratos públicos 
en la UE adjudicados para obras, bienes y servicios” (C/2024/3521. Diario Oficial de la Unión 
Europea de 3 de Junio de 2024 (/https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=OJ:C_
202403521), se propone la “revisión de la Directiva sobre contratación pública, permitiendo que se 
dé preferencia a los productos europeos en la contratación pública en determinados sectores 
europeos en la contratación pública en determinados sectores estratégicos. Contribuirá a garantizar 
el valor añadido de la UE para nuestros ciudadanos, junto con la seguridad del suministro de 
tecnologías, productos y servicios vitales. También modernizará y simplificará nuestras normas de 
contratación pública, en particular teniendo en cuenta las empresas emergentes y los innovadores 
de la UE”.

Actualizar el marco normativo de la contratación pública resulta necesario pues tras diez años 
existen evidentes debilidades, como se ha puesto de relieve en el informe. En concreto, las 
principales críticas que figuran en el referido informe son:

- La disminución de la competencia en la contratación pública en los últimos diez años, 
especialmente habida cuenta del gran porcentaje de adjudicaciones directas en algunos Estados 
miembros y de procedimientos de licitación de una única oferta.

- Sobre la base de los datos disponibles, la falta de una mejora global significativa en la 
consecución de los principales objetivos perseguidos por las Directivas de 2014 en el período de 
referencia cubierto por el informe: contrariamente a los objetivos perseguidos con la reforma de 
la contratación pública de 2014, el TCE observa una baja proporción de contratos adjudicados a 
PYMEs y un uso insuficiente de la contratación pública estratégica, aunque existen variaciones 
a escala nacional.

- El bajo nivel de contratación directa transfronteriza.

- Las deficiencias en el seguimiento por parte de la Comisión y de los Estados miembros de la 
evolución del mercado de la contratación pública.
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Europa parece promover un modelo de compra pública preferencial, que ponga en valor el 
sector empresarial privado1. No en vano el reciente Informe Draghi (Informe “El futuro de la 
competitividad de Europa”), sobre como las políticas públicas en Europa propone la movilización/
inversión de 800 mil millones de euros.

Y es que el nuevo norte en la brújula de la competitividad en Europa es la autonomía estratégica 
europea2.  Toca hacer geoestrategia mediante decisiones públicas -instrumentadas mediante 
contratos públicos, subvenciones o mecanismos de trasferencia de conocimiento e innovación- para 
poder defender las señas de identidad europea en un contexto mundial tensionado y con notables 
incertidumbres (pero con la necesidad de encontrar un equilibrio entre proteger los intereses 
europeos y mantener un sistema de comercio internacional abierto y competitivo). La visión 
geoestratégica se traduce, por ejemplo, en varios aspectos:

a) Considerar factores geoestratégicos al tomar decisiones sobre qué bienes y servicios adquirir, 
y a quién comprarlos.

b) Garantizar el suministro de bienes y servicios críticos para la seguridad nacional, como equipos 
militares, tecnología de comunicaciones y servicios de ciberseguridad.

c) Proteger infraestructuras críticas, como puertos, aeropuertos y redes de energía o los sistemas 
de inteligencia artificial.

1 C. BOVIS, Editorial, European Procurement & Public Private Partnership Law Review Núm. 3|
2024. Hay que recordar que la Sentencia del Tribunal de Justicia, en el asunto C-652/22,  Kolin 
Inşaat Turizm Sanayi ve Ticaret, de 22 de octubre de 2024, el Tribunal considera que los operadores 
económicos de países terceros que, como Turquía, no hayan celebrado un acuerdo internacional 
con la Unión no pueden participar en un procedimiento de adjudicación de un contrato público en la 
Unión reclamando la igualdad de trato con respecto a los licitadores de los Estados miembros o de 
los países terceros vinculados por tal acuerdo. Asimismo, no pueden invocar las disposiciones de 
la Directiva pertinente en materia de contratación pública para impugnar la decisión de adjudicación 
del contrato de que se trate. Este criterio ha sido confirmado por la STJUE de 13 de marzo de 2025, 
CRRC Qingdao Sifang Co. Ltd y Astra Vagoane Călători SA (C-266/22). Esta jurisprudencia TJUE 
refuerza el actual escenario geoestratégico al validar la posición comercial de la UE iniciada con la 
regulación del Reglamento (UE) 2022/1031 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de junio 
de 2022, sobre el acceso de los operadores económicos, bienes y Servicios de terceros países a 
los mercados de contratos públicos y de concesiones de la Unión, así como sobre los 
procedimientos de apoyo a las negociaciones para el acceso de los operadores económicos, bienes 
y servicios de la Unión a los mercados de contratos públicos y de concesiones de terceros países 
(instrumento de contratación internacional -ICI) (DO 2022, L 173, p. 1; en lo sucesivo “Reglamento 
ICI”) y del Reglamento (UE) 2022/2560, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre 
de 2022, sobre las subvenciones extranjeras que distorsionan el mercado interior (en adelante, 
FSR), respecto a la participación en condiciones menos favorables de los operadores económicos 
de terceros países que no han suscrito ningún convenio con la UE. Al respecto interesa J. 
ESTEBAN RÍOS, “El Instrumento de Contratación Internacional: régimen y problemática de la 
armonización europea frente al proteccionismo en los contratos públicos”, Revista Catalana de Dret 
Public, núm. 66, 2023. pp. 171-187. 
2 J.M. GIMENO FELIÚ, “Hacia una nueva contratación pública en clave geoestratégica: la brújula de 
la competitividad en Europa al servicio de las políticas públicas”, Revista electrónica Observatorio 
de Contratación Pública (17 de marzo de 2025).
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d) Fomentar el desarrollo de industrias nacionales en sectores relevantes y evitar dependencia de 
terceros países (Un buen ejemplo es el sector de la salud con el objetivo de relocalizar industria 
sanitaria, garantizar acceso a medicamento esenciales (propuesta reglamento con el objetivo 
de mejorar la disponibilidad de medicamentos críticos en la UE) y disponer de tecnología 
sanitaria avanzada.)

e) Establecer alianzas estratégicas y proyectar su influencia en el escenario internacional.

f) Reforzar el ecosistema de la investigación e innovación en Europa facilitando su fácil y rápido 
acceso al mercado europeo mediante fórmulas flexibles ancladas en la cooperación. 

Geoestrategia como “estrella polar” (término utilizado por la presidenta de la Comisión, al presentar, 
en enero de 2025 el documento denominado Brújula de la Competitividad en Europa), que oriente 
y facilite la navegación de la política económica en Europa y España desde una moderna mirada 
que piense en preservar los valores europeos al servicio de la ciudanía. Geoestrategia a modo de 
“big bang”, o si se prefiere un “design thinking”, para incorporar una visión disruptiva regulatoria 
(y en la gestión pública y privada), que ponga el acento en la calidad y el mejor resultado y que 
piense en valor a través de modernos sistemas colaborativos que permitan atraer inversiones que 
redunden a favor de las políticas públicas europeas y la mejor calidad de los servicios públicos.

Por otro lado, de forma casi simultánea, se han publicado dos informes directamente relacionados 
con la competitividad europea.

a) EU competitiveness: Issues and challenges, elaborado por un think tank del Parlamento 
Europeo. Este informe destaca aspectos clave del debate sobre el fortalecimiento de la 
economía de la UE. En concreto, enfatiza el hecho de que existe un amplio consenso que implica 
una serie de políticas centradas en el mercado único de la UE, pero no limitadas a él. De hecho, 
se analizan otras políticas como la industrial y energética, y se abre un debate en torno a la 
política de competencia e inversión de la UE.

b) No EU Tech, No EU Competitiveness. European RD&I: A Catalyst for Europe's 
Prosperity, elaborado por EARTO (European Association of Research and Technology 
Organisations) como parte de su paquete de recomendaciones políticas para el período 2024-
2029. El informe incluye un conjunto de seis recomendaciones sobre cómo impulsar aún más la 
competitividad mediante la adopción de un conjunto de medidas para mejorar la innovación en 
Europa. Estas recomendaciones serían:

1. Comprometerse con la I+D+I y el liderazgo tecnológico de la UE

2. Articular mejor las políticas industriales y de I+D+I de la UE

3. Movilizar y fortalecer las capacidades colaborativas de I+D+I y de RTO europeas en toda 
Europa.

4. Incrementar y coordinar las inversiones paneuropeas en infraestructuras tecnológicas 
esenciales

5. Impulsar la transferencia de tecnología en la UE con una política de valorización del 
conocimiento más proactiva y un marco legal adecuado para la contratación precomercial.

6. Apoyar el desarrollo de una fuerza laboral altamente cualificada y adaptable.
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7. En consecuencia, existe un claro contexto europeo a favor de la adecuada movilización de la 
inversión privada para el adecuado desarrollo de los objetivos y políticas públicas en clave 
geoestratégica. Políticas públicas alineadas con la Agenda Social Europea, como seña de 
identidad del modelo económico y político europeo, que implica una mayor demanda de 
servicios e infraestructuras por los ciudadanos. Todo ello aconseja un modelo de cooperación 
entre lo público y lo privado para, de forma conjunta, poder desplegar modernas políticas 
públicas en las infraestructuras, la movilidad, la sostenibilidad o la vivienda3.

Y los modelos colaborativos con el sector privado se presentan como un instrumento principal.

II.- LIDERAZGO INSTITUCIONAL PÚBLICO PARA EL IMPULSO DE LA ECONOMÍA AL 
SERVICIO DEL ESTADO SOCIAL. HACIA UN MODELO CONFIABLE DE COOPERACIÓN

Las Administraciones públicas actúan también sobre la actividad económica no solo como 
reguladores, sino como adquirente de infraestructuras, servicios o productos. La capacidad de 
incidir y “modular” la actividad económica a través del contrato público y de las diferentes fórmulas 
de colaboración público-privada resulta evidente, dada la dimensión económica en la práctica del 
mercado de la contratación pública (un importante porcentaje del PIB). La colaboración público-
privada se refiere, en general, “a las diferentes formas de cooperación entre las autoridades 
públicas y privadas y el mundo empresarial, cuyo objetivo es garantizar la financiación, 
construcción, renovación, gestión o el mantenimiento de una infraestructura o la prestación de un 
servicio”, como señalaba la Comisión en su “Libro verde sobre la colaboración público-privada y el 
Derecho comunitario en materia de contratación pública y concesiones” -Bruselas, 30.4.2004 
COM(2004) 327 final-. Es decir, es una estrategia de participación de las iniciativas privadas para el 
desarrollo de inversiones y actividades de interés público que difícilmente pueden ser asumidas por 
sí mismas por las Administraciones Públicas, ya sea por motivos técnicos, financieros o de riesgos.

En consecuencia, en el actual contexto social y económico, la gestión pública del interés general 
no puede descansar en exclusiva en la Administración Pública, sino que se debe incorporar a la 
iniciativa privada y a la sociedad civil para poder asegurar el nivel óptimo de las prestaciones que 
demanda la ciudadanía. Más allá de posicionamientos ideológicos que contraponen lo público 
frente a lo privado, debe promoverse una cultura de cooperación leal y transparente, que permita 
un progreso económico y social que salvaguarde los principios de equidad y de solidaridad. La 
iniciativa privada (así como los grandes proyectos de inversión privada) no es ni puede ser una 
némesis de lo público.

³ En la Adenda  enviada por el Gobierno de España al Plan de Recuperación (diciembre 2022), con 
el nuevo tramo consignado se pretende no sólo a promover nuevas inversiones vinculadas a la 
modernización y sostenibilidad de nuestro sistema productivo, sino también a establecer nuevos 
mecanismos de colaboración público-privada para la economía sostenible. Ya en las Conclusiones 
del Consejo de la Unión Europea de 9 de junio de 2022 sobre el desarrollo de la contratación pública 
sostenible, se considera esencial un planteamiento gradual y armonizado para la introducción de 
disposiciones estratégicas para la contratación pública con objeto de lograr los objetivos de la UE 
en materia medioambiental y climática. Y en las Conclusiones del Consejo Europeo de los días 26 
y 27 de octubre de 2023, se insta a «desarrollar la ventaja competitiva de la UE en tecnologías 
digitales y limpias, centrándose por ejemplo en la innovación, la investigación, la educación y las 
capacidades» y «reducir las dependencias críticas clave y diversificar las cadenas de suministro por 
medio de asociaciones estratégicas» (1 EUCO 14/23, 27.10.2023 ).
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Sin duda, por las actuales incertidumbres a nivel global y nacional estamos en una encrucĳada 
histórica que nos obliga a redirigir la brújula de nuestro norte en la gestión pública. Como se 
intervenga en el mercado no es en absoluto trivial. Mejorar la regulación, la gestión pública y 
simplificar los trámites procedimentales es y deberá ser un rasgo de toda administración pública 
moderna que, insistimos, debe ser proactiva y no meramente reactiva, procurando siempre la mejor 
satisfacción del interés general, lo que obliga a articular mecanismos de gobernanza pública de la 
actividad económica que promuevan un “crecimiento inteligente y socialmente responsable”. 

La nueva realidad jurídico-económica exige de los poderes públicos una visión estratégica en un 
contexto económico globalizado donde las decisiones públicas deben, por lo demás, adecuarse a 
las reglas europeas y alinearse con exigencias del derecho a una buena administración. Así, la 
estricta visión “administrativa” de la actuación pública debe dejar paso a una visión moderna que 
pivota en el resultado y que diseña las decisiones públicas económicas en clave de inversión y no 
como gasto. Y donde la participación de la sociedad civil y empresarial es imprescindible para 
cumplir los fines constitucionales. No puede haber un Estado Social óptimo sin un correcto y 
sincrónico funcionamiento de la actividad económica, lo que requiere una posición de liderazgo 
institucional público.

Por ello, es conveniente analizar las oportunidades que esta colaboración público-privada ofrece 
para prestar servicios públicos de calidad. Lo que exige repensar la arquitectura de la ejecución de 
estas fórmulas, que deben preservar el nuevo paradigma de la gobernanza pública con el fin de 
favorecer el nivel óptimo de gestión desde la perspectiva de lo público como garante.

El actual contexto supone una ventana de oportunidad para promover un nuevo liderazgo 
institucional público a través de una adecuada articulación de la política de colaboración público-
privada (preservando las notas de la sostenibilidad social y ambiental como nuevos paradigmas de 
estas fórmulas) que, además, puede ayudar en la estrategia de mejorar la productividad de nuestro 
modelo económico y, principalmente, servir de “política palanca” para proteger con eficacia los 
derechos sociales (como la salud o la vivienda). Y para ello debe existir una estrategia que 
promueva esta técnica, ajustando de forma proporcional los riesgos en las fórmulas de colaboración 
público-privada en sentido estricto. 

III.- EL PRINCIPIO DE EFICIENCIA Y EFICACIA EN LA REGULACIÓN ECONÓMICA Y DE LOS 
“SERVICIOS PÚBLICOS” Y SU ALCANCE PRÁCTICO. MÁS ALLÁ DE MITOS

El principio de eficiencia, inherente a la gestión pública (directa o indirecta), no puede ser 
interpretado desde modelos exclusivamente economicistas, sino que debe velarse por el adecuado 
estándar de calidad en la prestación de los servicios a la ciudadanía. La exigencia de calidad en la 
gestión pública no significa un mayor gasto, ni cuestiona en sí misma el funcionamiento del principio 
de eficiencia exigible en toda decisión pública, de regulación o de intervención sobre el mercado (no 
hay que confundir precio con valor). Eficiencia, por tanto, vinculada al principio del resultado
siguiendo, por ejemplo, la opción del artículo 1 del Código italiano de contratos públicos (reformado 
en marzo de 2023). Es decir, el principio de eficiencia se debe articular atendiendo a objetivos de 
calidad en la prestación, en la convicción de que los mismos comportan una adecuada comprensión 
de cómo deben canalizarse los fondos públicos.

Desde esta perspectiva, prevalece la opción de una regulación económica horizontal, que 
promueva la competencia, frente a modelos de monopolio público. Competencia, en clave de 
estrategia europea, como impulso a la economía, que exige una visión amplia de los efectos de las 
decisiones públicas que se adopten (desde la perspectiva del principio de unidad de mercado) que 
deben orientarse, sí o sí, a la mejor satisfacción del interés general. Y, en este contexto, los modelos 
de colaboración público-privada, más allá de apriorismos ideológicos, son un elemento 
imprescindible para poder dotar de eficacia y de sostenibilidad a las actuales políticas públicas.
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En la actualidad, sobre todo en los países occidentales, desde ya hace años, se observa la 
tendencia a reducir el protagonismo estatal directo en el desarrollo de las actividades económicas, 
acusándose una importante reducción del intervencionismo administrativo directo, debido a que ha 
quedado ya suficientemente acreditado que los sistemas de intervención directa resultan 
incompatibles con un verdadero crecimiento y que, por otra parte, como ya advertía el profesor S. 
MARTÍN-RETORTILLO, en ocasiones, “resultan inútiles e inoperativos a efectos de satisfacer las 
exigencias del interés público”4.

El interés público (su concreta satisfacción) se encuentra en el qué y no en quién. Lo 
importante es saber sumar esfuerzos, conocimientos y capacidades para conseguir el mejor 
resultado. Este es el verdadero fin de la Política.

La opción por la colaboración público-privada (tanto mediante ayudas públicas, contratos públicos 
o mediante fórmulas institucionales) como elemento prioritario para facilitar una correcta 
vertebración social e impulso a un mejor crecimiento económico (muy especialmente en sectores 
sensibles), resulta evidente. El carácter complementario de la colaboración público-privado y de las 
fórmulas contractuales públicas ha permitido con mucha frecuencia preservar los estándares de 
calidad y equidad social en numerosos servicios de interés público relevante. 

Por ello, es conveniente analizar las oportunidades que esta colaboración público-privada ofrece 
para prestar servicios públicos de calidad. Lo que exige repensar la arquitectura de la ejecución de 
estas fórmulas que deben preservar el nuevo paradigma de la gobernanza pública con el fin de 
favorecer el nivel óptimo de gestión desde la perspectiva pública de garante5. Ese es, en definitiva, 
el rol de la actuación de los poderes públicos, ya que, como bien se ha indicado, corresponde a ésta 
preservar la efectividad de los estándares constitucionales de los derechos económicos y sociales6.

IV.- DISFUNCIONES Y SOLUCIONES EN EL MODELO DE COLABORACIÓN PÚBLICO-
PRIVADA EN ESPAÑA

La nueva gobernanza económica en Europa y España tiene un pilar fundamental en la colaboración 
público-privada. Pero el éxito de la misma aconseja corregir las disfunciones detectadas con 
anterioridad. 

En primer lugar, se debe abandonar la idea del precio como único elemento de valoración para la 
sostenibilidad del modelo de gestión pública en las fórmulas de colaboración público-privada (en 
especial de prestaciones dirigidas a personas o servicios públicos esenciales). En una 
colaboración público-privada, en cualquiera de sus modalidades, no puede ser un fin el ahorro 
presupuestario (por lo que hay que evitar precios predatorios), sino la mejor calidad de la 
prestación. Previsión expresamente impulsada por el artículo 67.2 de la Directiva de contratación 
pública de 2014, al indicar que: “El factor coste también podrá adoptar la forma de un precio o 
coste fijo sobre la base del cual los operadores económicos compitan únicamente en función de 
criterios de calidad”.

⁶ P. SALA SÁNCHEZ, “La garantía constitucional de los derechos económicos y sociales y su 
efectividad en situaciones de crisis económica”, Revista española de control externo, Vol. 16, núm. 
46, 2014, pp. 11-122.

⁵ Sobre esta cuestión me remito al libro colectivo La gobernanza de los contratos públicos en la 
colaboración público-privada, Cámara Comercio Barcelona/Esade, Barcelona, 2019.

⁴ S. MARTÍN-RETORTILLO, “Las nuevas perspectivas de la Administración Económica”, Revista de 
Administración pública núm. 116, 1988, p. 35.
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Es decir, el precio puede sustituirse por el coste, decidiendo la oferta sobre criterios de calidad. Una 
inadecuada política de “ahorros desproporcionados” puede perjudicar la eficiencia del sistema, 
produciendo ineficiencias o “fuego amigo”, como la deslocalización empresarial con pérdida de 
esfuerzo de inversión (lo que afecta directamente a una política esencial como es la de empleo). 

Otra importante disfunción viene vinculada a una falta de claridad sobre el concepto de riesgo y 
ventura, pues en situaciones imprevisibles, que van más allá del “aleas” comercial ordinario, la 
Administración traslada ese riesgo en su totalidad al contratista, lo que rompe el principio de 
honesta equivalencia de lo pactado.

Falta de claridad también sobre el significado del concepto de riesgo operacional, que se vincula a 
una transferencia de riesgo de demanda en todo caso, lo que impide modelos colaborativos donde 
se transfiere el riesgo de disponibilidad (lo que es de especial interés en la gestión de 
infraestructuras).

Lo mismo sucede con la técnica del reequilibrio de las concesiones (la concesión no sólo debe 
nacer equilibrada económica y financieramente, sino que el equilibrio debe mantenerse durante 
toda la vida de la concesión, en los términos establecidos en el ordenamiento jurídico, como un 
deber de la Administración Pública concedente y un derecho del concesionario privado), donde 
formalmente no se contempla el riesgo imprevisible y se niega la existencia de factum principis por 
actuaciones de otro poder público que incide directamente en la concesión. 

No resulta tampoco razonable que la autoridad pública concedente opte “ordinariamente” por 
transferir riesgos económicos superiores a las que se asumen en el sector de acuerdo con la 
normativa aplicable (sobre los que la entidad adjudicadora carece de margen de decisión).

Por otra parte, la interpretación de las reglas de desindexación de precios plantea serios 
interrogantes que afectan a la seguridad de las inversiones con unos indicadores que han quedado 
claramente desfasados y no son adecuados en contratos complejos y de larga duración. 

Asimismo, la vinculación del plazo de concesiones a la tasa de retorno derivada de las reglas de 
desindexación desincentiva las inversiones privadas al incrementar los riesgos sobre la 
recuperación de la inversión con una rentabilidad razonable (que debería tener un carácter dinámico 
y flexible, para adaptarse a las exigencias de un mercado y contexto económico claramente 
fluctuante y en el que existen inherentes incertidumbres que impiden una “ilógica” visión estática de 
las medidas jurídicas). 

Por otra parte, los incidentes en la ejecución derivados de imprevisibilidad se suelen resolver desde 
la imposición de la interpretación administrativa, con rigidez que pone en riesgo la viabilidad de la 
prestación y, por ello, del interés general. 

Lo que puede quebrar la garantía de la “rentabilidad razonable” que es un elemento esencial en 
todo procedimiento que moviliza inversión privada.

Tensionar de forma indebida los riesgos o la rentabilidad –que es la retribución de inversiones que 
aportan valor– conducen o a una ineficiencia del modelo –la TIR siempre será más elevada 
encareciendo la operación– o, peor, o a un fracaso de este lo que en modo alguno será un ejemplo 
de buena administración. 
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Las inercias y resistencias al cambio, cierta “indolencia” administrativa y tendencia a la 
precarización con precios a la baja alejados del estándar del precio de mercado, la falta de cultura 
de cooperación, la “confusión” conceptual, la excesiva politización en las decisiones prácticas, la 
inseguridad jurídica derivada de interpretaciones diversas y contradictorias ponen en evidencia 
claras debilidades en los resultados pretendidos con la regulación, de especial gravedad en cuanto 
se afrontan situaciones excepcionales (como también está observando la OIRESCON)7. 

Frente a estas disfunciones, que no solo derivan del marco normativo, la solución pasa por un nuevo 
diseño, moderno y confiable, de colaboración público-privada. En primer lugar, optar por la regla de 
calidad/rentabilidad como eje decisional, preservando la legítima rentabilidad razonable del socio 
inversor, como nuevo eje decisional tiene importantes ventajas desde una perspectiva 
macroeconómica transversal, pues ha de permitir orientar determinados comportamientos de los 
agentes económicos intervinientes: quienes quieran acceder a las fórmulas de colaboración 
público-privada (contractuales o no contractuales) deberán cumplir necesariamente con las 
exigencias de calidad (en sus distintas funcionalidades) que determinen las entidades 
adjudicadoras. Y aquí radica la importancia de la visión estratégica de esta colaboración. Lo que 
guarda directa relación como elemento ineludible de lo que es la oferta del socio privado que, en 
todo caso, debe ser un precio de mercado (y donde ofertas a pérdidas pueden poner en riesgo el 
interés público). En modo alguno puede asumirse como válida una opción que ponga en riesgo la 
correcta prestación de los “servicios públicos”. Ni resulta razonable que la autoridad pública 
concedente opte por transferir riesgos económicos superiores a las que se asumen en el sector de 
acuerdo con la normativa aplicable (sobre los que la entidad adjudicadora carece de margen de 
decisión)8.

Además, es esencial que la fee (rentabilidad) sea de mercado y que la arquitectura jurídica preserve 
una rentabilidad razonable y confiable. Y en ciertos casos sería conveniente, según el tipo de 
prestación, optar por una “tasa de rentabilidad libre de riesgo”, que se suele establecer por relación 
a la rentabilidad de la deuda pública a largo plazo –que es superior a la de la deuda pública a medio 
o corto plazo– dado que es una inversión igualmente garantizada por el Estado.

Por supuesto, en los supuestos de una arquitectura de modalidad de colaboración a largo plazo y 
con importante inversión de capital privado hay que preservar una rentabilidad “razonable”, lo que 
exige una visión que abarque las diferentes perspectivas de los intereses en juego y no solo de la 
“sesgada” de cada una de las diferentes partes de la colaboración. La rentabilidad razonable se 
caracteriza por tres notas: 

a) tiene necesariamente un carácter dinámico y flexible para adaptarse a las exigencias de un 
mercado dependiente de un contexto económico claramente fluctuante y en el que existen 
inherentes incertidumbres que impiden una “ilógica” visión estática de las medidas jurídicas. Por 
ello, es importante diseñar bien las reglas del equilibrio económico-financiero; 

8 La respuesta jurídica adoptada por España con relación a las alzas de precios derivadas de las 
últimas incertidumbres no parece la más adecuada. La técnica de la Ley de desindexación y la 
revisión de precios tienen una función diferente, y su aplicación formal y descontextualizada tiene 
efectos claramente ineficientes. Lo mismo con la interpretación restrictiva al equilibrio financiero 
tanto por factum principis (limitado a la decisión del poder adjudicador concedente) como los casos 
extramuros del vínculo contractual de la fuerza mayor como del riesgo imprevisible. 

7 Como bien advierte la STJUE de 10 de septiembre de 2009, Eurawasser, apartados 77 y 80. El 
matiz es importante, pues solo así se consigue no desincentivar la iniciativa privada. Hay que, 
lograr, por tanto, un equilibrio en el reparto de riesgos.
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b) está diseñada para dotar de garantías adecuadas a los inversores diligentes. La previsión legal 
habilita que las empresas, con relación a los costes de inversión y operación puedan obtener todo 
caso, una rentabilidad que pueda entenderse “razonable”. Razonabilidad que implica 
“proporcionalidad, para no superar los límites de un enriquecimiento injusto”. 

c) la retribución razonable es, en todo caso, una cuestión de resultado en cada contexto concreto, 
que se debe articular mediante un pliego (que es la lex contractus) que anticipe las soluciones a los 
problemas derivados de incertidumbre imprevisibles para que el inversor tenga confianza.

Por otra parte, en relación a la correcta ejecución del contrato debería incluirse una previsión que 
permita, conforme al principio clásico de “honesta equivalencia” de lo pactado, el restablecimiento 
(adaptación) de las condiciones pactadas a circunstancias sobrevenidas imprevisibles ajenas al 
riesgo o ventura ordinario, incluyendo fuerza mayor, riesgo imprevisible y actuaciones de otros 
poderes públicos que inciden de forma sustancial en las condiciones pactadas (como ha previsto el 
artículo 9 del Código italiano de Contratos Públicos de 2023).

Tensar de forma indebida los riesgos o la rentabilidad (que es la retribución de inversiones que 
aportan valor) solo conducen o a una ineficiencia del modelo (la TIR siempre será más elevada, 
encareciendo la operación) o, peor, a un fracaso de este lo que, en modo alguno, será un ejemplo 
de buena administración. Las inercias y resistencias al cambio, cierta “indolencia” administrativa y 
empresarial, la falta de cultura de cooperación, la “confusión” conceptual, la excesiva politización en 
las decisiones prácticas, la inseguridad jurídica derivada de interpretaciones diversas y 
contradictorias ponen en evidencia claras debilidades en los resultados pretendidos con la 
regulación, de especial gravedad en cuanto se afrontan situaciones excepcionales (como también 
está observando la OIRESCON)10.

V.- CONCLUSIÓN

Los diferentes sistemas de colaboración público-privada son un instrumento jurídico-económico 
más, pero de gran capacidad de transformación, entre las diferentes opciones de la administración 
económica, ideológicamente neutro, para poder desarrollar de la forma más óptima determinadas 
políticas públicas11. Hay que recordar que el interés público se satisface tanto por los poderes 
públicos como por la iniciativa privada, lo que sugiere nuevos retos para la colaboración público-
privada, utilizada como principal herramienta para la implementación de las necesarias políticas 
públicas, que aconseja una reflexión sobre las formas de gestión de los servicios públicos y 
actividades de interés general y su encuadre en la lógica del Estado del Bienestar12. 

Es momento de más y mejor colaboración público-privada, para lo que hay que “cambiar el rumbo” 
tanto de la regulación y de su interpretación (excesivamente formalista), como de la gestión de 
estas fórmulas para superar la inercia del procedimiento y avanzar en la idea de proyectos. 

12 Como ya se ha advertido, el debate jurídico-técnico sobre el alcance de la colaboración público-
privada exige alejarse de posturas apriorísticas maximalistas: ni la gestión indirecta en colaboración 
con el sector privado es siempre más económica o eficiente, ni todos los servicios son más 
eficientes y sostenibles con gestión directa o mediante su “encargo” a entidades del tercer sector 
sin ánimo de lucro. 

11 Así se ha explicado en el estudio colectivo de J. M. GIMENO, P. SALA y G. QUINTEROS, El 
interés público y su satisfacción con la colaboración público-privada. Fundamentos, equilibrios y 
seguridad jurídica, Cámara de Comercio de Barcelona, 2017.

10 El informe anual de supervisión de 2021 analiza y señala los ámbitos de mejora.
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Desde esta perspectiva, para preservar cumplimiento de plazos y de minimización de riesgos en la 
ejecución y/o explotación de infraestructuras complejas puede resultar conveniente, además de una 
consulta previa al mercado para ajustar la necesidad y la necesidad a desarrollar, la utilización de 
modelos colaborativos de coste objetivo (target costing, inspirados en el modelo NEC 4).

El rol de la gobernanza pública obliga a una moderna utilización de las diferentes fórmulas de 
colaboración público-privada para garantizar el equilibrio entre lo público y lo privado y preservar, 
por supuesto, los principios de seguridad jurídica y de confianza legítima en inversiones de larga 
duración, que no son contrarios, sino complementarios, con los de control de la prestación y de 
adecuada regulación de unos servicios públicos “circulares” que integren lo social, lo ambiental y la 
equidad como señas de identidad del modelo económico para conseguir un adecuado reequilibrio 
de riqueza y de derechos y deberes, para avanzar en una sociedad realmente inclusiva. En ello va 
el futuro del liderazgo de gestión de las instituciones públicas, de una moderna gobernanza pública 
económica, que piensa en las personas (y en la transformación social) y no en los privilegios ni en 
el inmovilismo ideológico.

En ese contexto, y teniendo en cuenta la realidad española, parece conveniente una nueva 
regulación en España (como se prevé en Europa) que clarifique la situación y aporte la mejor 
solución jurídica. Lo que aconseja, además de claras directrices europeas, una nueva Ley de 
Contratos del Sector Público con una arquitectura alejada de las inercias y privilegios del contrato 
administrativo, que tenga por pilar fundamental la confianza legítima en la planificación de los 
modelos de inversiones y flexibilidad para adaptar los contratos a las exigencias de un modelo 
económico de incertidumbres (lo que guarda relación con un modelo claro de reequilibrio 
económicos y de modificación contractual), haciendo atractiva al socio privado inversor la 
cooperación con un socio público en la dinámica de win/win con una adecuado y proporcional 
reparto de riesgos que permitan asegurar una rentabilidad razonable al socio privado. Además, se 
debería impulsar y regular fórmulas de colaboración pública-privada de carácter patrimonial que 
valoricen los bienes públicos.

Las exigencias de buen gobierno y buena administración requieren un modelo cooperativo 
nuevo con el sector privado, que se alinee con la mejor satisfacción del interés general y de 
los objetivos de las políticas públicas, desde la confianza y la adecuada rendición de 
cuentas. Modelos que exigen una revisión no solo normativa, sino conceptual y cultural, en 
un escenario de nuevas exigencias de la ciudadanía y de incertidumbres (y de desafíos) que 
requieren la mejor respuesta, sumando esfuerzos públicos y privados. 

Los argumentos expuestos sobre la debilidad del modelo español, que se evidencian en licitaciones 
concesionales desiertas; con escasa concurrencia; escaso porcentaje respecto de los otros 
contratos del sector público; en comparativa con UE, justifican un cambio regulatorio profundo pues, 
como se ha indicado, los datos de los modelos de colaboración público-privada son muy escasos y 
lastran la opción de inversiones que puedan ayudar a implementar mejores infraestructuras y 
servicios públicos, en un entorno cambiante. Un cambio acorde con las exigencias europeas y su 
jurisprudencia interpretativa por parte del TJUE que permita homologar las reglas españolas con las 
opciones normativas en esta materia de otros Estados miembros.

La opción que se propone, como norma singular, pretende evidenciar la necesidad de reglas 
diferentes del modelo “ordinario” de contratos públicos, pues los modelos colaborativos pretenden 
movilizar inversiones y dar respuesta a soluciones complejas tanto en lo técnico como en lo 
financiero, y se requiere de un contexto de flexibilidad. La opción por un texto normativo 
diferenciado a la contratación de obras, suministros y servicio del sector público se justifica en varios 
motivos. 
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Por un lado, por el hecho de que los modelos colaborativos tienen una naturaleza más compleja (en 
lo técnico o en lo financiero) y de plazo más largo y por ello el régimen jurídico de las concesiones 
debe adaptarse a un escenario de incertidumbres, algo que no sucede en los contratos ordinarios 
regulados por la LCSP. Asimismo, una regulación específica permite mejorar la confianza del sector 
privado y facilita la atracción de financiación y know-how, lo que no se lograría con un marco general 
como el de la LCSP. Por último, permite dotar un régimen más flexible homologable con el de otros 
países europeos, lo que favorece una competencia en un contexto de confianza y de fiabilidad de 
las reglas aplicables.
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PROPUESTA DE TEXTO ARTICULADO NORMATIVO PARA EL IMPULSO DE LA INVERSIÓN 
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(6 de octubre de 2025)

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Fines y objeto de la Ley

1. Esta Ley tiene como finalidad la creación de un entorno regulatorio de la colaboración público-
privada que mejore la disponibilidad y accesibilidad de soluciones para una mayor calidad de la 
prestación de los servicios públicos que, a su vez, impulse la atracción de inversiones, mejore la 
competitividad e innovación de la economía, respetando la consecución de los objetivos de la Unión 
Europea.

2. La selección de los socios en los diferentes modelos colaborativos respetará los principios de 
competencia, integridad, transparencia, igualdad de trato y proporcionalidad. Se aplicarán en todo 
caso las previsiones sobre el acceso de los operadores económicos, bienes y servicios de terceros 
países a los mercados de contratos públicos y de concesiones de la Unión, así como sobre los 
procedimientos de apoyo a las negociaciones para el acceso de los operadores económicos, bienes 
y servicios de la Unión a los mercados de contratos públicos y de concesiones de terceros países.

3. Las disposiciones de esta Ley se interpretarán y aplicarán de conformidad con los principios 
establecidos en el Título I, conforme a los criterios interpretativos fijados por el Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea.

4. La adjudicación de los contratos, en aquello que no se prevea en esta ley, se regirán por la 
legislación general de contratación pública y, en su caso, de la legislación patrimonial. 

5. Las modalidades de asignación del riesgo, la duración del contrato de colaboración público-
privada, las modalidades de determinación del umbral y las modalidades de cálculo del valor 
estimado se rigen por lo dispuesto en la presente ley y en la normativa europea de aplicación.

6. Las decisiones de Eurostat a las que están sujetas las administraciones públicas se aplicarán 
únicamente a efectos de contabilidad pública.

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación

1. Esta Ley se aplica a todas las entidades públicas o privadas que tengan la consideración de 
poder adjudicador conforme a los criterios del derecho europeo, así como a las entidades 
contratantes conforme a la normativa de contratación en los denominados sectores especiales de 
la Directiva 2024/25.

2. Dos o más poderes adjudicadores podrán acordar la tramitación conjunta de determinadas 
modalidades de colaboración público-privada.
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Artículo 3. Modelos de colaboración público-privada

1. Tiene consideración de modelo de colaboración público-privada a efectos de esta Ley cualquier 
transacción económica en la que se cumplan conjuntamente las siguientes características:

a) Se establezca una relación contractual a largo plazo entre un poder adjudicador y uno o varios 
operadores económicos privados para lograr un resultado de interés público;

b) la cobertura de las necesidades financieras relacionadas con la realización del proyecto proceda 
en gran medida de recursos aportados por la parte privada;

c) La parte privada ejecuta y gestiona el proyecto, mientras que la parte pública define los objetivos 
y supervisa su aplicación;

d) el riesgo operacional asociado a la ejecución de las obras o la gestión de los servicios se 
atribuye a la entidad privada.

2. Como regla general se podrán utilizar las fórmulas de colaboración público-privada en contratos 
que sean complejos por su dificultad de redacción, técnica, de gestión, económica o presupuestaria, 
o porque su periodo de ejecución excede de 5 años y requieran adaptar las obligaciones 
contractuales de las partes y realizar modificaciones para adecuarse a las necesidades reales de la 
obra o del servicio.

3. Los modelos de colaboración público-privada incluyen las figuras de la concesión de obras y de 
servicios, el arrendamiento financiero y el contrato de puesta a disposición, así como otros contratos 
celebrados por la Administración Pública con operadores económicos privados que tengan el 
contenido a que se refiere el apartado 1 y tengan por objeto la consecución de interés público. 

4. La asociación público-privada institucional se realiza mediante la creación de una entidad de 
propiedad conjunta de las partes privada y pública conforme a lo previsto en el artículo 7 de esta 
ley.

5. Igualmente se incluyen en esta norma los modelos colaborativos de coste objetivo.

6. Cualquiera de los modelos colaborativos podrá tener su origen en un proyecto de iniciativa 
privada que, tras la validación y ajustes convenientes del proyecto de viabilidad y rentabilidad podrá 
ser licitado por el poder adjudicador. El operador económico promotor contará con una puntuación 
adicional de cinco puntos y de no ser adjudicataria se compensarán los gastos del proyecto y del 
estudio de viabilidad.

Artículo 4. Contrato de obras con modelo de coste objetivo (target costing)

1. El objeto de los modelos de coste objetivo podrá contener las siguientes prestaciones:

a) La redacción, modificación y desarrollo conjunto del proyecto, con carácter previo a su ejecución.

b) La construcción, instalación o transformación de obras, equipos, sistemas, y productos o bienes, 
así como su mantenimiento, actualización o renovación, su explotación o su gestión.

c) La gestión integral de instalaciones públicas.
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d) Otras prestaciones de servicios ligadas al desarrollo por la Administración del servicio público o 
actuación de interés general que le hayan sido encomendados.

2. En la modalidad de carácter colaborativo, la retribución consistirá en una contraprestación que se 
satisfará durante toda la duración del contrato y que, además de incluir todos los costes directos de 
redacción, modificación y desarrollo del proyecto, construcción, puesta en marcha y operación, más 
los costes indirectos, los gastos generales específicos del proyecto y el beneficio industrial, podrá 
estar vinculada al cumplimiento de determinados objetivos. Se incluirá una previsión relativa al 
mecanismo de reparto de los ahorros o incrementos de coste que se obtengan al final del proceso 
de construcción con respecto a la contraprestación inicial de adjudicación. Podrá modificarse la 
contraprestación durante la ejecución del contrato, mediante acuerdo entre las partes con el límite 
máximo que se haya previsto en la licitación y sin alterar sustancialmente el objeto.

3. En esta modalidad contractual se utilizará preferentemente el procedimiento negociado con 
publicidad o el dialogo competitivo. Tras la selección de un máximo de tres empresas, se invitará a 
negociar los diferentes aspectos de las ofertas conforme a los criterios de adjudicación, exigencias 
técnicas y condiciones mínimas de ejecución previstas en el pliego. En todo caso se compensará a 
las empresas que hayan participado activamente en la negociación o dialogo.
Cuando esta modalidad incluya la redacción, modificación y desarrollo conjunto del proyecto, la 
contraprestación será parte del proceso de negociación.

4. La responsabilidad del proyecto, una vez redactado, modificado o desarrollado, corresponderá a 
la entidad contratante.

5. Durante el proceso de ejecución las partes contratantes compartirán de forma transparente la 
información necesaria sobre los costes realmente soportados sobre una referencia de coste 
objetivo. 

6. Las certificaciones se emitirán cuando se ejecuten los hitos del proyecto definidos en el contrato 
y en la liquidación final de la obra. Ésta se hará mediante una auditora independiente y designada 
por ambas partes en el momento de la formalización del contrato. Se precisará una adecuación de 
los precios unitarios y mediciones estimadas acordados a las mediciones realmente realizadas, a 
los ahorros de costes y a los incrementos de costes. 

El resultado de este proceso determinará una contraprestación final que, si es mayor a la definida 
con el candidato en la negociación previa a la adjudicación, se compartirá en un porcentaje no 
superior al 50% o al porcentaje pactado en el contrato.

Si la contraprestación final es menor a la definida con el candidato, se compartirá el 50% o el 
porcentaje pactado en el contrato, de los ahorros obtenidos, certificando en este caso el contratista 
la contraprestación final más el 50% del ahorro producido o en él porcentaje pactado en el contrato.

7. Tras el procedimiento de negociación, en el contrato se establecerán los sobrecostes imputables 
al contratista y, por tanto, no compensables. Entre otros, podrán incluirse: los costes no justificados 
por las cuentas y registros del contratista; los costes indebidamente abonados a subcontratistas o 
proveedores de acuerdo con el contrato; la corrección de errores y defectos en la ejecución 
imputables al contratista.

8. El contrato, de mutuo acuerdo, incluirá los costes compensables al contratista. Entre otros, a título 
enunciativo, podrán estar los costes derivados de:
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a) Las modificaciones acordadas durante la ejecución del contrato.

b) La imposibilidad o el retraso en el acceso a los terrenos imputable a la entidad contratante.

c) La suspensión de la ejecución de las obras o el retraso en el programa de obra aprobado por la 
entidad contratante, no imputable al contratista.

d) La afectación en la ejecución de la obra por causa atribuible a la entidad contratante o a terceros 
ajenos a las partes.

e) La situación geotécnica o las condiciones del suelo que difieran de la comunicada por la entidad 
contratante.

f) Restos arqueológicos no definidos en el proyecto.

g) Los daños y el retraso producidos por fenómenos atmosféricos.

h) Los cambios normativos sobrevenidos tras la presentación de proposiciones.

i) Los riesgos y retrasos no imputables al contratista que se especifiquen en el contrato.

j) Los incumplimientos de la entidad contratante en la ejecución del contrato.

k) Cualquier circunstancia sobrevenida e imprevisible en el momento de la licitación del contrato, 
siempre que no se altere su naturaleza.

9. En el anuncio de licitación o en el documento descriptivo si se utilizara un diálogo competitivo, se 
establecerá un mecanismo interno de resolución extrajudicial de conflictos en la ejecución del 
contrato.

10. Serán contractuales los aspectos negociados o incluidos en el Documento Descriptivo en el 
dialogo competitivo y todos sus anexos, así como el contrato, la oferta del adjudicatario y el 
Programa Aceptado. La presentación de ofertas implicará la manifestación expresa del licitador de 
aceptación del contenido de dichos documentos, debiendo ser firmados en prueba de conformidad 
por el adjudicatario en el acto de formalización del contrato.

El desconocimiento de lo establecido en dichos documentos no exime al contratista de la obligación 
de su cumplimiento y la presentación de oferta supone la aceptación incondicionada de todas sus 
condiciones, sin salvedad o reserva alguna.

11. Las Partes, el director del Proyecto y el Supervisor actuarán conforme a lo estipulado en este 
contrato y, en todo caso, actuarán con espíritu de confianza mutua y de cooperación mutua.

Artículo 5. Modelos de naturaleza concesional con transferencia de riesgos

1. Los modelos de colaboración público-privada de naturaleza concesional, de obras o de servicios, 
se caracterizan por trasladar un riesgo operacional al socio privado. 

2. Se considera que existe riesgo operacional, sea de riesgo de demanda vinculada a la explotación, 
sea de riesgo de oferta o suministro, o de ambos cuando no esté garantizado que vayan a recuperar 
la totalidad de las inversiones, ni a cubrir los costes financieros u operacionales asumidos, en el 
sentido establecido por la normativa europea de directa aplicación. 
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3. La transferencia de riesgos será proporcional y adecuada, evitando una transferencia excesiva 
que ponga en riesgo la propia prestación. Atendiendo a la característica de la prestación, ese riesgo 
podrá ser mínimo y podrá consistir solo en riesgo de disponibilidad o riesgo de oferta.

4. En todo modelo concesional existirá un estudio de viabilidad que valore de forma razonada, entre 
otros aspectos, además de la finalidad y conveniencia, la sostenibilidad y rentabilidad económica, 
financiera y social de la inversión y la propuesta del modelo de reparto de riesgos que se propone, 
así como las ventajas cuantitativas y cualitativas que aporta. En los casos necesarios, el estudio de 
viabilidad incorporará un estudio de gastos de explotación por el plazo previsto, con referencia al 
valor actual neto de todas las inversiones, costes e ingresos del concesionario, a efectos de la 
evaluación del riesgo operacional, así como los criterios que sean precisos para valorar la 
rentabilidad y la fee ofertada. 

5. Para el cálculo del período de recuperación de la inversión para estas concesiones se deberá 
atender a la singularidad de la prestación y se podrá utilizar cualquier modelo financiero que 
permita, de forma objetiva y razonable, valorar el periodo de retorno de la inversión con una 
rentabilidad definida de acuerdo con las particularidades y riesgos trasladados.

Artículo 6. Especialidades en la utilización del modelo de concesión de servicios en servicios 
a las personas

1. Siempre que la calidad de la prestación no se vea afectada, ni se ponga en riesgo la equidad del 
modelo, se podrá utilizar la concesión de servicios como fórmula de provisión de determinados 
servicios a las personas, en especial cuando se trate de soluciones complejas, o que requieran de 
importante financiación privada, transfiriendo un riesgo operacional.

2. En las concesiones que afecten a prestaciones de la cartera de servicios se deberá utilizar la 
transferencia de un riesgo de oferta y no la del riesgo de explotación. Las restantes condiciones, el 
hecho de que la prestación vaya destinada de forma directa a su disfrute por los particulares y que 
la organización del servicio se encomiende en mayor o menor grado al concesionario son 
consecuencias, bien del mismo concepto de servicio público que tiene el objeto de la concesión, 
bien de la propia exigencia de asunción del riesgo derivado de la explotación del servicio.

3. El plazo de una concesión de servicios deberá justificarse en el tiempo de recuperación de la 
inversión por referencia a la tasa interna de rentabilidad adecuada. En todo caso, la tasa interna de 
rentabilidad inicial será adecuada y suficiente para incentivar las ofertas, utilizando los parámetros 
de las inversiones privadas en el sector.

4. No será necesaria la previa redacción de anteproyecto y proyecto por la Administración 
concedente, el estudio de seguridad y salud, o en su caso, el estudio básico de seguridad y salud, 
así como el estudio de riesgos operativos y tecnológicos en la construcción y explotación de las 
obras que sean realizados por el adjudicatario de la licitación. 

Artículo 7. Modelos de colaboración mediante Sociedades de Capital Mixto

1. Se podrá articular modelos de colaboración público-privada mediante la constitución de una 
sociedad de capital mixto en la que concurra capital público y privado, siempre que la elección del 
socio privado se haya efectuado de conformidad con las normas establecidas en esta ley para la 
adjudicación del contrato cuya ejecución constituya su objeto y siempre que no se introduzcan 
modificaciones en el objeto y las condiciones del contrato que se tuvieron en cuenta en la selección 
del socio privado.
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2. Los pliegos que regulen el procedimiento de selección del socio privado contendrán todos los 
elementos definitorios de la relación entre este y el poder adjudicador, así como los relativos a la 
relación contractual entre el poder adjudicador y la sociedad de capital mixto, y, en particular, el 
contrato público o la concesión que se ha de adjudicar a la sociedad, así como los estatutos de ésta 
y los pactos de accionista que, en su caso, deban suscribirse. Igualmente deberán expresarse con 
claridad y precisión las posibilidades de prórroga o modificación del contrato público o de la 
concesión adjudicada a la sociedad de capital mixto.

3. Los contratos que celebre posteriormente esa Sociedad, si tiene condición de poder adjudicador, 
deberán someterse a las disposiciones de esta ley.

Artículo 8. Convenio de colaboración para la ejecución del contrato

1. Los órganos de contratación podrán incluir en los pliegos el proyecto de un convenio de 
colaboración multilateral por el que las partes que intervengan de forma significativa en la ejecución 
de un contrato de obras, servicios o suministros regularán las formas, modalidades y objetivos de 
su colaboración mutua con la finalidad de un mejor resultado, mediante la definición de mecanismos 
de concertación de los intereses públicos y privados implicados dirigidos a la prevención y reducción 
de riesgos y a la resolución de las controversias que puedan surgir en la ejecución. El convenio de 
colaboración no sustituye al contrato principal ni a los eventuales contratos instrumentales o 
subcontratos, ni completa su contenido.

2. El convenio definirá los objetivos principales y secundarios de la colaboración, respetando el 
principio de confianza, indicando los posibles incentivos por la consecución de esos objetivos.

3. Una vez adjudicado el contrato, el poder adjudicador someterá el convenio de cooperación a la 
firma del contratista y de las demás partes afectadas. El acuerdo regulará las modalidades de 
adhesión posterior de otros operadores económicos implicados en la fase de ejecución.

Artículo 9. Contrato de alianza público-privada

1. Son contratos de alianza entre el sector público y el sector privado aquéllos en que un poder 
adjudicador encarga a una entidad de derecho privado, por un período determinado en función de 
la duración de la amortización de las inversiones o de las fórmulas de financiación que se prevean, 
la realización de una actuación global e integrada que, además de la financiación de inversiones 
inmateriales, de obras o de suministros necesarios para el cumplimiento de determinados objetivos 
de servicio público o relacionados con actuaciones de interés general, comprenda alguna de las 
siguientes prestaciones:

a) La construcción, instalación o transformación de obras, equipos, sistemas y productos o bienes 
complejos, así como su mantenimiento, actualización o renovación, su explotación o su gestión.

b) La gestión integral del mantenimiento de instalaciones complejas.

c) La fabricación de bienes y la prestación de servicios que incorporen tecnología específicamente 
desarrollada con el propósito de aportar soluciones más avanzadas y económicamente más 
ventajosas que las existentes en el mercado.

d) Otras prestaciones de servicios ligadas al desarrollo por la Administración del servicio público o 
actuación de interés general que le haya sido encomendado.
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2. Sólo podrán celebrarse contratos de alianza entre el sector público y el sector privado cuando 
previamente se haya justificado de forma adecuada que permite de forma eficiente la satisfacción 
de las finalidades públicas. Deberá justificarse el impacto del contrato desde la perspectiva de 
estabilidad presupuestaria.

3. La entidad privada podrá asumir, en los términos previstos en el contrato, la dirección de las obras 
que sean necesarias, así como redactar, total o parcialmente, los proyectos precisos para su 
ejecución y contratar los servicios precisos.

4. La contraprestación a percibir por el contratista consistirá en un precio que se satisfará durante 
toda la duración del contrato y que podrá estar vinculado al cumplimiento de determinados objetivos 
de rendimiento y al compromiso de asunción de riesgos operativos.

5. Podrán constituirse formas institucionales de colaboración público-privada siempre que el socio 
privado se seleccione mediante un procedimiento de licitación pública transparente, tras la 
verificación de los requisitos financieros, técnicos, operativos y de gestión en cuanto al servicio que 
ha de ejecutarse, así como de las características de su oferta.

En el pliego de condiciones deberá constar la información fundamental que abarcará, al menos, los 
puntos siguientes: 

a) el contrato público, concesión o ambos a adjudicar a la entidad de capital mixto que habrá de 
crearse;

b) los estatutos de dicha entidad; 

c) el pacto entre accionistas y

d) todos los demás elementos por los que haya de regirse, por un lado, la relación contractual entre 
la entidad adjudicadora y el socio privado y, por otro, la relación entre la entidad adjudicadora y la 
entidad de capital mixto que debe crearse. 

Deberá informarse a los interesados sobre la duración prevista del contrato público que la entidad 
de capital mixto ha de ejecutar o de la concesión que ha de explotar, así como de las posibilidades 
de modificación del contrato público o de la concesión adjudicada, indicando las posibilidades de 
adjudicación opcional de nuevas tareas. La documentación debería indicar de la forma más 
detallada posible el número y las condiciones de aplicación de esas opciones. 

Artículo 10. Modelo de cooperación vertical

1. Los poderes adjudicadores podrán utilizar sistemas de cooperación vertical mediante utilización 
de medios propios siempre que no se afecte desproporcionadamente al derecho de competencia.

2. A los efectos de este artículo se entiende por ente instrumental propio a aquellas entidades 
dotadas de personalidad jurídica propia que reúnan los siguientes requisitos: 

a) Ausencia de autonomía decisoria respecto de la entidad que realiza el encargo, al ejercer ésta 
un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios o unidades, para lo debe 
acreditarse una influencia decisiva sobre objetivos estratégicos y decisiones significativas de la 
persona jurídica controlada.
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b) Participación íntegramente pública.

c) Que la parte esencial de su actividad la realice para la entidad que realiza el encargo. 

d) La condición de ente instrumental deberá haber sido objeto de una declaración expresa 
publicada en el Portal de Contratación con expresión del ámbito al que se circunscriben los 
encargos.

3. Se considerará que los poderes adjudicadores ejercen de forma conjunta un control sobre una 
persona jurídica si se cumplen todas y cada una de las condiciones siguientes:

a) que los órganos decisorios de la persona jurídica controlada estén compuestos por 
representantes de todos los poderes adjudicadores participantes; 

b) que esos poderes adjudicadores puedan ejercer conjuntamente una influencia decisiva sobre los 
objetivos estratégicos y las decisiones significativas de la persona jurídica controlada; 

c) que la persona jurídica controlada no persiga intereses distintos de los de los poderes públicos 
que influyen en ella; 

d) que la persona jurídica controlada no obtenga ningún beneficio que no sea el reembolso de los 
costes reales de los contratos públicos celebrados con los poderes adjudicadores. 

4. La cooperación se instrumentará a través de encargos u ordenes de realización obligatoria por el 
ente instrumental y la supervisión de su correcta ejecución corresponderá en todo caso al ente de 
control. 

La orden de realización de los encargos se publicará en el Portal de Contratación con expresión 
sucinta de las circunstancias de hecho y fundamentos de derecho que la justifican y no podrá 
comenzar su ejecución hasta que transcurran 10 días naturales desde la publicación del anuncio.

Cuando el encargo supere los umbrales comunitarios, la orden de realización deberá ser igualmente 
objeto de publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea, conforme a los modelos oficiales, en 
el plazo máximo de 48 días desde que se aprobó el encargo.

5. Cuando para la efectividad de la encomienda del encargo la entidad instrumental requiriese la 
ejecución de prestaciones por parte de terceros, podrá recurrir a ellos siempre que el importe de esa 
prestación no exceda del cuarenta por ciento del importe del encargo y su adjudicación se someta 
a las normas de contratación pública. 

6. Los entes instrumentales no podrán participar en los procedimientos de licitación que convoque 
la entidad de la que dependen. 

7. Los encargos a entes instrumentales con infracción de lo dispuesto en este artículo serán nulos 
de pleno derecho.
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TÍTULO I

PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 11. Principios aplicables a los modelos de colaboración público-privada

1. Los poderes adjudicadores sometidos a la presente Ley otorgarán a los contratistas un 
tratamiento igualitario y no discriminatorio y actuarán con transparencia, interpretando las normas 
conforme a tales objetivos y respetando la doctrina contenida en la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea.

2. En toda solución de colaboración público-privada se buscará la máxima eficiencia en la utilización 
de los fondos públicos desde la perspectiva del valor, incorporando la consecución de objetivos 
sociales y de protección ambiental o de innovación que guarden relación con la prestación solicitada 
y comporten directa o indirectamente ventajas para las políticas públicas.

3. Las entidades contratantes excluirán en su actuación cualquier tipo de acuerdo o práctica 
restrictiva o abusiva que produzca o pueda producir el efecto de obstaculizar, impedir, restringir o 
falsear la competencia en los términos previstos en la legislación de defensa de la competencia. 

Artículo 12. Principio de resultado

1. La causa de todo modelo de colaboración público-privada será la obtención del mejor resultado 
en el cumplimiento de la prestación, asegurando su ejecución con la máxima celeridad. A tal fin, 
respetando los principios de transparencia y concurrencia, la selección de la mejor oferta atenderá 
a la mejor relación posible entre calidad y precio.

2. El principio de resultado es la aplicación, en la consecución de los fines de esta Ley, del principio 
de buena administración y de los principios conexos de eficiencia, eficacia e integridad.

Artículo 13. Principio de confianza

1. Todas las relaciones de colaboración se basan en el principio de confianza mutua y en la 
actuación legítima, transparente y correcta de la Administración, sus funcionarios y los operadores 
económicos.

2. El principio de confianza favorece y potencia la iniciativa y la autonomía de decisión de los 
empleados públicos, con especial referencia a las evaluaciones y elecciones para la adquisición y 
ejecución de servicios según el principio de resultado.

3. Con el fin de fomentar la confianza en la actuación legítima, transparente y correcta de la 
Administración pública, poderes adjudicadores y operadores económicos adjudicatarios, adoptarán 
medidas para la cobertura de los riesgos del personal, así como para el refuerzo y valoración de las 
competencias profesionales de los empleados, incluidos planes de formación.

Artículo 14. Principio de buena fe y protección de la seguridad jurídica

1. En el diseño de los diferentes modelos colaborativos, los poderes adjudicadores, los organismos 
concedentes y los operadores económicos se comportarán entre sí de acuerdo con los principios 
de buena fe y protección de la seguridad jurídica conforme a los estándares europeos del principio 
de pacta sunt servanda.
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2. Durante el procedimiento de licitación, incluso antes de la adjudicación, se reconoce la 
expectativa legítima del operador económico al correcto ejercicio de la tramitación y al respeto al 
principio de buena fe y de los términos de lo pactado.

3. A efectos del ejercicio de una acción de indemnización de daños y perjuicios por parte del poder 
adjudicador condenado a indemnizar a un tercero excluido, persiste la responsabilidad concurrente 
del operador económico que ha obtenido ilegalmente la adjudicación mediante una conducta ilícita.

Artículo 15. Principio de rentabilidad razonable

1. En los supuestos de colaboración a largo plazo y con inversión importante de capital privado se 
preservará una rentabilidad razonable diseñada para dotar de garantías adecuadas a los inversores 
diligentes.

2. El pliego anticipará las soluciones a problemas imprevisibles con el fin de mantener la confianza 
del inversor privado.

Artículo 16. Principio de preservación del equilibrio contractual

1. Si se producen circunstancias extraordinarias e imprevisibles que quedan fuera del ámbito del 
riesgo normal, de la fluctuación económica ordinaria y del riesgo de mercado y que pueden alterar 
significativamente el equilibrio original del contrato contrariamente a la honesta equivalencia de lo 
pactado, la parte perjudicada que no haya asumido voluntariamente el correspondiente riesgo, tiene 
derecho a una renegociación de buena fe de las condiciones contractuales. Los costes de la 
renegociación se abonarán al ejecutante con cargo a las sumas previstas en el marco económico 
de la intervención, en las partidas de imprevistos y provisiones y, en caso necesario, utilizando los 
ahorros procedentes de los descuentos de licitación.

2. La renegociación se limitará a restablecer el equilibrio inicial del contrato a adjudicar, tal y como 
resulte del anuncio y de la decisión de adjudicación, sin alterar su sustancia económica.

3. Si las circunstancias concurrentes mencionadas en el apartado 1 hacen que la prestación sea 
parcial o temporalmente inútil o inutilizable para una de las partes, ésta tendrá derecho a una 
reducción proporcional de la contraprestación, de acuerdo con las normas sobre imposibilidad 
parcial.

4. Los órganos de contratación y adjudicación favorecerán la inclusión de cláusulas de 
renegociación en el contrato, con publicidad en el anuncio de licitación o convocatoria de concurso, 
especialmente cuando el contrato esté especialmente expuesto al riesgo de contingencias por su 
duración, el contexto económico de referencia u otras circunstancias.

5. La adaptación del modelo retributivo derivado por esta renegociación no se considera 
modificación contractual.

Artículo 17. Principio de confidencialidad y sigilo

1. Los poderes adjudicadores garantizarán la confidencialidad de la información técnica o mercantil 
que forme parte de la estrategia empresarial presentada por los operadores económicos y así 
conste de forma expresa en su proposición.
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2. Se establece la obligación del contratista de guardar sigilo respecto a los datos o antecedentes 
que, no siendo públicos o notorios, estén relacionados con el objeto del contrato y de los que tenga 
conocimiento con ocasión de su ejecución, entendiendo esta obligación como condición esencial 
del contrato salvo que el órgano de contratación, atendiendo a la naturaleza y circunstancias del 
contrato, no lo estime aconsejable.

Artículo 18. Principios de integridad y de honorabilidad.

1. Existe conflicto de intereses cuando una persona que, por cualquier título, interviene con 
cometidos funcionales en el procedimiento de adjudicación o en la fase de ejecución de los 
contratos o concesiones y puede influir, de cualquier modo, en su desenlace, resultados y gestión, 
tiene directa o indirectamente un interés financiero, económico u otro interés personal que pueda 
percibirse como una amenaza concreta y efectiva a su imparcialidad e independencia en el marco 
del procedimiento de adjudicación o de la fase de ejecución.

2. En coherencia con el principio de confianza y con el fin de preservar la funcionalidad de la 
actuación administrativa, la amenaza percibida contra la imparcialidad y la independencia debe ser 
probada por la persona que invoca el conflicto con hechos concretos y documentados y referirse a 
intereses reales, cuya satisfacción sólo puede lograrse subordinando un interés al otro.

3. El personal que se encuentre en las circunstancias mencionadas en el apartado 1 lo notificará 
al poder adjudicador o al órgano de contratación y se abstendrá de participar en el procedimiento 
de adjudicación y en la ejecución.

4. Los pliegos podrán exigir estándares de honorabilidad aplicables a los operadores económicos 
para preservar la correcta ejecución de la prestación. En ningún caso se podrá utilizar para 
restringir indebidamente la competencia.

Artículo 19. Principio de transparencia y rendición de cuentas

El principio de transparencia y rendición de cuentas en la colaboración público-privada se refiere a 
la obligación de ambas partes, del sector público y del sector privado, de actuar de manera abierta, 
clara y responsable en todas las etapas del proyecto. 

Este principio se concreta en:

a) Acceso a la información: divulgación de información relevante sobre el proyecto, como los 
términos del contrato, los costes, los riesgos y los beneficios.

b) toma de decisiones y selección de socios privados abierta y competitiva.

c) Establecer canales de comunicación efectivos con la ciudadanía y otras partes interesadas.

d) Asumir la responsabilidad por las acciones y decisiones tomadas en el proyecto.

e) Evaluar el desempeño del proyecto en función de los objetivos establecidos y los indicadores de 
rendimiento mediante la utilización del sistema de libros abiertos.

f) Establecer mecanismos para sancionar el incumplimiento de las obligaciones contractuales y las 
malas prácticas.
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Artículo 20. Principio de libertad de pactos

Las entidades públicas contratantes, respetando en todo caso los principios de esta Ley, podrán 
concertar los contratos, pactos y condiciones que tengan por convenientes siempre que no sean 
contrarios al interés público, al ordenamiento jurídico o a los principios de buena administración, y 
deberán cumplirlos a tenor de los mismos, sin perjuicio de las prerrogativas establecidas en su favor 
por la presente Ley.

Artículo 21. Principios de solidaridad y subsidiariedad horizontal. Relaciones con las 
entidades del Tercer Sector

En aplicación de los principios de solidaridad social y subsidiariedad horizontal, la Administración 
Pública podrá prever, en relación con actividades de fuerte valor social, modelos organizativos de 
coadministración, sin relaciones sinalagmáticas, basados en el reparto de la función administrativa 
con los particulares, siempre que las entidades del Tercer Sector contribuyan a la consecución de 
los fines sociales en condiciones de igualdad, de manera eficaz y transparente y sobre la base del 
principio del resultado. 

Artículo 22. Principio de autoorganización administrativa

1. Las administraciones públicas organizan de forma autónoma la ejecución de obras o el suministro 
de bienes y servicios mediante autoproducción, externalización y cooperación, de conformidad con 
las normas del código y el Derecho de la Unión.

2. Los poderes adjudicadores y las entidades adjudicadoras podrán encomendar directamente 
obras, servicios o suministros a empresas internas, respetando los principios enunciados en los 
artículos 1, 2 y 3. Las centrales de contratación y los poderes adjudicadores adoptarán una medida 
motivada para cada adjudicación, en la que tendrán en cuenta los beneficios para la colectividad, 
las externalidades asociadas y la oportunidad económica de la prestación, también en relación con 
la persecución de los objetivos de universalidad, solidaridad, eficiencia, rentabilidad, calidad de la 
prestación, celeridad del procedimiento y utilización racional de los recursos públicos. En el caso de 
los servicios instrumentales, la medida se considera suficientemente justificada si da cuenta de las 
ventajas en términos de economía, celeridad o persecución de intereses estratégicos. 

3. La cooperación entre poderes adjudicadores o entidades adjudicadoras destinada a perseguir 
objetivos de interés común no entra en el ámbito de aplicación de esta Ley cuando se cumplan 
todas las condiciones siguientes:

a) se realiza exclusivamente entre dos o más centrales adjudicadoras u organismos concedentes, 
incluso con competencias diferentes;

b) garantiza la participación efectiva de todas las partes en la realización de tareas de interés 
común, en una perspectiva exclusivamente colaborativa y sin relación sinalagmática entre servicios;

c) determina una sinergia en actividades de interés común, aunque la finalidad perseguida por cada 
administración sea diferente, siempre que el acuerdo no tienda a cumplir la misión institucional de 
una sola de las administraciones adheridas;

d) los poderes adjudicadores o contratantes participantes realicen menos del 20% de las 
actividades cubiertas por la cooperación en el mercado abierto.
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TITULO II 

REGLAS GENERALES

Artículo 23. Justificación del modelo de colaboración

1. Con carácter previo a toda licitación de un modelo de colaboración público-privada se analizará, 
a través de un estudio de prefactibilidad, la posibilidad y conveniencia de abordar la necesidad a 
cubrir mediante un proceso integral que ponga en valor la solución que aporte un mejor resultado 
desde la perspectiva de la calidad de la prestación. En estos casos, las inversiones requeridas para 
la prestación contratada formarán parte del objeto del contrato. 

2. El estudio de prefactibilidad deberá evaluar y comparar los costes y beneficios económicos, 
financieros y ambientales estimados del proyecto de colaboración, a lo largo de toda su duración, 
con los de la alternativa de un contrato público por plazo equivalente, para concluir acerca de la 
viabilidad y conveniencia del modelo colaborativo al aportar un mayor valor desde la perspectiva del 
resultado final.

3. La evaluación podrá realizarse de forma sucinta si concurren razones de urgencia que aconsejen 
utilizar el contrato de colaboración entre el sector público y el sector privado para atender las 
necesidades públicas.

4. Se entiende por solución el conjunto de prestaciones que se contratan para obtener un resultado 
o efecto deseado que aporte una mejor respuesta a un reto o necesidad de la prestación, debiendo 
ese objetivo justificar la conveniencia y coherencia de la contratación conjunta de las prestaciones, 
que deberán formar parte del valor estimado del contrato. En el diseño de la solución que se 
pretenda obtener se utilizará, siempre que estuviera disponible, la tecnología en sus diferentes 
variables, como elemento de sostenibilidad del modelo colaborativo que se adopte.

5. Siempre que fuera posible se utilizarán los datos disponibles como indicadores para la mejora de 
la prestación mediante modelos de pago con incentivos que promuevan la mejor calidad de la 
prestación. 

6. Las administraciones públicas adoptarán un programa trienal de necesidades públicas 
susceptibles de ser satisfechas mediante formas de colaboración público-privada. 

Artículo 24. Determinación del valor estimado del modelo de colaboración

1. El cálculo del valor estimado deberá atender al coste real (estático y dinámico durante toda la vida 
del contrato y prórrogas) de todas las prestaciones objeto del concreto modelo de colaboración 
público-privada. 

2. En los contratos cuyo valor estimado se establezca con métodos capitativos podrá preverse la 
adaptación de la retribución en función de la variación de la población atendida, en particular por 
incrementos en la demanda. A tal efecto, se considera que variaciones sobre la demanda estimada 
inferiores al 5 por ciento entran dentro del margen de riesgo y ventura del contratista. Superado ese 
margen, se aplicarán los mecanismos de adaptación del precio previstos en los pliegos 
contractuales.

3. Se garantiza la honesta equivalencia de lo pactado asegurando el equilibrio financiero ante 
circunstancias propias del contrato como por circunstancias imprevisibles o fuerza mayor. 
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En supuestos de factum principis derivado de cualquier decisión de un poder público que impacte 
de forma sustancial en la economía del contrato o de la concesión se garantiza el ajuste de la 
retribución a los umbrales de la TIR ofertada. En supuestos de riesgo imprevisible o fuerza mayor 
se garantiza el umbral del cincuenta por ciento de la TIR ofertada.

Artículo 25. Plazos de la colaboración público-privada

1. Los plazos de los modelos de colaboración público-privada vendrán limitados al correcto 
cumplimiento de la prestación, así como, en su caso, a la normal recuperación de la inversión 
conforme al proyecto económico financiero, sin que pueda otorgarse un plazo que ponga en riesgo 
la competencia o suponga una ayuda de estado.

2. El plazo se determinará atendiendo a las características de cada modelo de colaboración y los 
objetivos contractuales específicos que deberá ser adecuado para obtener el rendimiento previsto 
sobre el capital invertido en cada modelo de colaboración. La duración ha de estar limitada al 
período en el que resulte razonablemente previsible que el concesionario pueda recuperar las 
inversiones realizadas para explotar las obras y servicios, más un beneficio sobre el capital invertido 
en condiciones normales de explotación, teniendo en cuenta los objetivos contractuales específicos 
que haya asumido el concesionario a fin de satisfacer exigencias tales como la calidad o el precio 
para los usuarios.

Artículo 26. Cualificación especial de la entidad colaboradora

1. Se podrá exigir, respetando el principio de proporcionalidad, una cualificación subjetiva especial 
que acredite la experiencia, calidad y disponibilidad de medios adecuados para cumplir con la 
prestación. 

En particular, podrá establecerse como requisito de admisión que las empresas o profesionales 
acrediten la disponibilidad efectiva de medios, autorizaciones administrativas necesarias para 
realizar la actividad y experiencia para la satisfacción de las necesidades específicas de las distintas 
categorías de usuarios.

2. La solvencia a exigir garantizará un adecuado nivel financiero y técnico para el correcto 
cumplimiento. Entre otros parámetros podrán utilizarse los siguientes:

a) Experiencia y clasificación en proyectos similares. Para el cumplimiento de los requisitos de 
experiencia es fundamental que se puedan aportar las experiencias de todas las empresas 
dependientes de la matriz, debido a la estructura internacional de las compañías españolas y 
europeas. No considerar este criterio excluiría la experiencia aportada por filiales 
internacionales.

b) Requisitos de capacidad económica y financiera y de ventas mínimas o solvencia económica.

c) Equipos de trabajo o medios personales involucrados en el proyecto.

d) Documentación técnica sobre la ejecución del proyecto o solvencia técnica.

e) Certificaciones en materia de calidad, seguridad, medio ambiente y prevención de riesgos 
laborales, así como los sistemas de gestión y procesos.

f) Cumplimiento de indicadores ESG o ambientales, sociales y de gobernanza.
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g) Posibles innovaciones para aplicar en la ejecución del proyecto, como tecnologías BIM, Digital 
Twin o realidad virtual, entre otras.

3. Los operadores económicos adjudicatarios de contratos de colaboración público-privada siempre 
podrán acogerse, también al margen de la financiación de proyectos, a la posibilidad de constituir 
una sociedad de propósito especial sin que ello constituya una cesión del contrato.

4. El poder adjudicador podrá pedir al licitador o al solicitante que mencione en la oferta la parte de 
la concesión que se proponga subcontratar a terceros, así como los subcontratistas propuestos. 

5. En el caso de los colaborativos de obras y respecto de los servicios que deban prestarse in situ 
bajo la supervisión directa del poder o entidad adjudicador, tras la adjudicación de la concesión y, a 
más tardar, cuando se inicie la ejecución de esta, el poder o entidad adjudicador exigirá al 
concesionario que le comunique el nombre, los datos de contacto y los representantes legales de 
los subcontratistas que intervengan en las obras o servicios en cuestión, siempre que se conozcan 
en ese momento. El poder o entidad adjudicador exigirá al contratista principal que le notifique 
cualquier modificación que sufra esta información durante el transcurso de la concesión, y toda la 
información necesaria sobre los nuevos subcontratistas a los que asocie ulteriormente a la obra o 
servicio en cuestión.

Artículo 27. Selección conforme a criterios de valor y calidad de la oferta

1. Los poderes adjudicadores utilizarán con carácter general los procedimientos de negociación, 
con o sin publicidad o el dialogo competitivo para la selección del operador económico. 

2. En la adjudicación de estos contratos se atenderá como elemento preferente para determinar la 
oferta más ventajosa, o en su caso, para la negociación de la oferta, al mayor valor añadido desde 
las perspectivas de calidad, garantía de continuidad, sostenibilidad ambiental, accesibilidad, 
asequibilidad, disponibilidad y exhaustividad de las obras, los servicios o suministros, así como de 
su rentabilidad. 

Podrá también establecerse como criterio de adjudicación la capacidad de innovación que aporte 
mayor valor añadido al servicio.

3. La oferta económica se referirá al coste objetivo desglosado en los siguientes conceptos: a) Los 
Costes Definidos, que deberán de determinarse para cada componente, material, hora de trabajo y 
demás costes y b) el porcentaje de Beneficio Industrial (fee) del licitador.

4. En la valoración de la oferta económica se utilizarán preferentemente fórmulas que respeten el 
peso de la valoración cualitativa. Se excluirá la oferta que no supere el umbral en los aspectos 
técnicos y cualitativos que se determine en el pliego o, en su defecto, el umbral del cincuenta por 
ciento.

5. Se podrán utilizar sistemas de pago por resultado cuando tal técnica permita una mejor calidad 
de la prestación. Los indicadores deberán ser claros y deberá justificarse el método de medición y 
sus efectos.

6. Como criterios específicos a incluir a los efectos de decidir la mejor oferta se podrá atender a:
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a) el Plan de Gestión en el que, más allá de los requisitos mínimos establecidos en el pliego de 
prescripciones técnicas o funcionales se valoren elementos como la determinación de objetivos que 
permitan generar una mayor eficiencia; 

b) los medios de control y garantía de la calidad; 

c) los instrumentos para favorecer la accesibilidad y la eficiencia de los servicios; 

d) las estrategias de mejora de la gestión y prestación de los servicios; 

e) la innovación en la prestación de la obra o el servicio.

Artículo 28. Modo de retribución

1. La contraprestación a percibir por el contratista colaborador consistirá en una contraprestación 
que se satisfará durante toda la duración del contrato y que, además de incluir todos los costes 
directos de redacción, modificación y desarrollo del proyecto, construcción, puesta en marcha y 
operación, más los costes indirectos, los gastos generales específicos del proyecto y el beneficio 
industrial, podrá estar vinculada al cumplimiento de determinados objetivos.

2. Durante el proceso de ejecución las partes contratantes compartirán la información necesaria 
sobre los costes realmente soportados mediante un sistema de libros abiertos. Esta información 
será facilitada por uno o varios técnicos nombrados por ambas partes de común acuerdo y servirá 
para determinar el modelo de retribución final.

Artículo 29. Reglas de adaptación del modelo de retribución de la colaboración

1. En los contratos de colaboración podrá establecerse un reparto de los ahorros e incrementos de 
coste que se obtengan al final del proceso de construcción con respecto a la contraprestación inicial 
de adjudicación. Por ello, podrá adaptarse la contraprestación durante la ejecución del contrato, 
mediante acuerdo entre las partes.

2. La adaptación del modelo de retribución se  efectuará cuando se ejecuten los hitos del proyecto 
definidos en el contrato y en la liquidación final de la obra, a través de una auditoría independiente 
y designada por ambas partes en la formalización del contrato, una adecuación de los precios 
unitarios y mediciones estimadas acordados conforme a lo establecido en la legislación de 
contratación pública, a las mediciones realmente realizadas, a los ahorros de costes y a los 
incrementos de costes. El resultado de este proceso determinará una contraprestación final que, si 
es mayor a la definida con el candidato, se comparte el 50% o en él porcentaje pactado en el 
contrato de los sobrecostes ocurridos, cobrando en este caso el contratista la contraprestación 
acordada más el 50% de los sobrecostes ocurridos o en el porcentaje pactado en el contrato. Si la 
contraprestación final es menor a la definida con el candidato, se comparte el 50% o en porcentaje 
pactado en el contrato, los ahorros obtenidos, cobrando en este caso el contratista la 
contraprestación final más el 50% del ahorro producido o en el porcentaje pactado en el contrato.

3. En el contrato, de mutuo acuerdo, se establecerán los sobrecostes imputables al contratista y, por 
tanto, no compensables. Entre otros, podrán incluirse los costes no justificados por las cuentas y 
registros del contratista; los costes indebidamente abonados a subcontratistas o proveedores, de 
acuerdo con el contrato; o la corrección de errores y defectos en la ejecución imputables al 
contratista.
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4. En el contrato, de mutuo acuerdo, se incluirán los costes compensables al contratista por las 
entidades públicas contratantes. Entre otros, podrán consistir en costes derivados de:

a) Las modificaciones acordadas durante la ejecución del contrato.

b) La imposibilidad o el retraso en el acceso a los terrenos imputable a la entidad contratante.

c) La suspensión de la ejecución de las obras o el retraso en el programa de obra aprobado por la 
entidad contratante, no imputable al contratista.

d) La afectación en la ejecución de la obra por causa atribuible a la entidad contratante o a terceros 
ajenos a las partes.

e) La situación geotécnica o las condiciones del suelo que difieran de la comunicada por la entidad 
contratante.

f) Restos arqueológicos no definidos en el proyecto.

g) Los daños y el retraso producidos por fenómenos atmosféricos, naturales o meteorológicos.

h) Los cambios normativos sobrevenidos acaecidos tras la presentación de proposiciones.

i) Los riesgos y retrasos que se especifiquen en el contrato no imputables al contratista.

j) Los incumplimientos de la entidad contratante en la ejecución del contrato.

k) Una circunstancia sobrevenida e imprevisible de prever en el momento en que tuvo lugar la 
licitación del contrato, siempre que no se altere su naturaleza.

Artículo 30. Revisión de precios

1. La revisión de los precios del contrato de colaboración público-privada se realizará en todo caso 
cuando el incremento de los costes de mano de obra, de los materiales empleados o de las 
unidades de obra haya tenido un impacto directo en la economía del contrato. La revisión de los 
precios se trasladará en un correlativo incremento del Coste Objetivo en los modelos de coste 
objetivo. 

2. La revisión de los precios del contrato se realizará tomando en consideración cada periodo de 
liquidación de los importes adeudados por los trabajos y las obras realizadas, así como el Factor de 
Ajuste de Precios (FAP) obtenido a partir de la aplicación de la siguiente formula: 

Donde: 

- (L) es el índice de precios de los componentes básicos de coste publicado por el INE del que se 
disponga antes de la fecha de la liquidación del importe adeudado. 
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- (B) es el índice de precios de los componentes básicos de costes publicado por el INE del que 
se dispone antes de la Fecha Base para la Revisión. La Fecha Base para la Revisión se 
determina en los Datos del Contrato. 

3. Cada vez que se evalúe el importe adeudado de cada fase de liquidación, el Factor de Ajuste de 
Precios será aplicado a las unidades del contrato que hayan sufrido variación de precios en la 
proporción que se indique en los Datos del Contrato [FAP /(1+FAP)], de forma que el coste sujeto a 
revisión será concretado entre el Órgano de Contratación y el Contratista en función de la variación 
producida.

4. Si alguno de los índices que se han tomado en consideración para la determinación del Factor de 
Ajuste de Precios ha variado después de su consideración en la oportuna fórmula, dicha 
modificación no afectará al resultado obtenido.

Artículo 31. Director de los proyectos colaborativos

1. En toda modalidad de colaboración público-privada, el contrato definirá las funciones del director 
del proyecto colaborativo.

2. El director de proyecto, que será designado por la entidad contratante, sin perjuicio de las 
facultades y funciones que se le asignen por ley y por el contrato, será el responsable de:

a) Las comunicaciones con el contratista, salvo que expresamente se indique otra cosa en el 
contrato;

b) Autorización de las sustituciones del personal implicado en el proyecto;

c) Comunicar e instruir al contratista sobre los cambios o modificaciones al objeto del contrato o en 
las fechas y aceptación de las propuestas de cambio o modificación que realice el contratista;

e) Resolución de ambigüedades o incongruencias entre los documentos contractuales;

f) Resolución de circunstancias ilegales o imposibles de ejecutar que puedan producirse en el objeto 
del contrato.

Artículo 32. Penalidades contractuales e incentivos por alto rendimiento

1. El pliego contendrá las penalidades por incumplimientos contractuales tanto por demora, defecto 
o incumplimiento de condiciones especiales.

2. La tramitación de las penalidades se hará mediante formalización documental en el 
procedimiento de ejecución del contrato, que exigirá la adecuada acreditación del incumplimiento, 
motivación, propuesta, audiencia al contratista y decisión. La imposición de penalidades se 
acordará, previo informe del responsable del contrato, por el órgano competente. 

3. El pliego podrá incluir incentivos por alto rendimiento. En el caso de que la medición final de un 
Indicador Clave de Rendimiento mejore el nivel objetivo establecido en el Programa de Incentivos, 
el Contratista recibirá el importe del incentivo por Alto Rendimiento establecido en el Programa de 
Incentivos.
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Artículo 33. Modificación de contratos durante el periodo de vigencia

1. Los contratos derivados de las diferentes fórmulas de colaboración público-privada podrán 
modificarse sin necesidad de un nuevo procedimiento de adjudicación en los siguientes casos:

a) Si las modificaciones, con independencia de su valor monetario, se han previsto en el pliego de 
condiciones inicial en cláusulas claras, precisas e inequívocas, que deberán incluir cláusulas de 
revisión de precios. Dichas cláusulas establecerán el alcance y la naturaleza de las modificaciones, 
así como las condiciones en que podrán utilizarse. En ningún caso podrán introducirse 
modificaciones u opciones que alteren la naturaleza general de la concesión.

b) Por obras o servicios adicionales del concesionario que resulten necesarios y no estuvieran 
incluidos inicialmente en la concesión, siempre que lo pactado originalmente:

1) sea impracticable por razones económicas o técnicas, tales como el cumplimiento de los 
requisitos de intercambiabilidad o interoperabilidad entre los equipos, servicios o instalaciones 
existentes suministrados en virtud de la concesión inicial;

2) suponga inconvenientes significativos o una duplicación sustancial de costes para la entidad 
concedente. No obstante, en el caso de concesiones otorgadas por la entidad concedente para el 
ejercicio de una actividad distinta de las contempladas en el anexo II de la Directiva 2014/23/UE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, el incremento de valor no podrá 
superar el 50 por ciento del valor de la concesión inicial. En el caso de varias modificaciones 
sucesivas, esta limitación se aplicará al valor de cada modificación. Dichas modificaciones 
sucesivas no podrán tener por objeto eludir las limitaciones aplicables.

c) En otros casos siempre que se cumplan todas las condiciones siguientes:

1) que la necesidad de modificación se deba a circunstancias que un contratante diligente no podía 
prever;

2) que la modificación no altere la naturaleza general del contrato o concesión;

3) en el caso de concesiones adjudicadas por la entidad concedente para el ejercicio de una 
actividad distinta de las contempladas en el anexo II de la Directiva 2014/23/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, cualquier incremento de valor no superará el 50 
por 100 del valor de la concesión inicial. En el caso de varias modificaciones sucesivas, esta 
limitación se aplicará al valor de cada modificación. Dichas modificaciones sucesivas no pueden 
tener por objeto eludir las limitaciones aplicables.

d) Si un nuevo contratista o concesionario sustituye al que el organismo concedente había 
adjudicado inicialmente la concesión debido a una de las siguientes circunstancias:

1) La presencia de una cláusula u opción de revisión inequívoca.

2) El contratista o concesionario inicial sea sucedido, total o parcialmente, como consecuencia de 
una reestructuración empresarial, incluidas absorciones, fusiones, absorciones o insolvencias, por 
otro operador económico que cumpla los criterios de selección cualitativa establecidos 
inicialmente, siempre que ello no suponga otras modificaciones sustanciales del contrato, y no se 
pretenda eludir la aplicación de la Directiva 2014/23/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
26 de febrero de 2014.
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3) Cuando la entidad concedente asuma las obligaciones del concesionario principal frente a sus 
subcontratistas.

4) Si los cambios, independientemente de su valor, no son sustanciales.

2. Los contratos también pueden modificarse sin necesidad de un nuevo procedimiento de 
adjudicación si el valor de la modificación es inferior a cualquiera de los siguientes valores:

a) el umbral a que se refiere el artículo 8 de la Directiva 2014/23/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 26 de febrero de 2014;

b) el 10% del valor de la concesión inicial.

3. Las modificaciones contempladas en el apartado 2 no podrán alterar la naturaleza general de la 
concesión. En caso de varias modificaciones sucesivas, el valor se determinará sobre la base del 
valor neto total de las modificaciones sucesivas.

4. Una modificación de una concesión durante el período de su validez se considerará sustancial si 
la naturaleza de la concesión cambia en esencia con respecto a lo que se había concluido 
originalmente. En cualquier caso, una modificación se considerará sustancial si se cumplen una o 
varias de las siguientes condiciones:

a) la modificación introduce condiciones que, de haber figurado en el procedimiento inicial de 
adjudicación de la concesión, habrían permitido la admisión de candidatos distintos de los 
inicialmente seleccionados o la aceptación de una oferta distinta de la inicialmente aceptada, o 
habrían atraído a participantes adicionales al procedimiento de adjudicación de la concesión;

b) la modificación cambia el equilibrio económico de la concesión a favor del concesionario de una 
manera no prevista en la concesión inicial;

c) la modificación amplía considerablemente el alcance de la concesión;

d) si un nuevo concesionario sustituye al inicialmente adjudicatario de la concesión por el 
concedente en casos distintos de los contemplados en la letra d) del apartado 1.

5. En las situaciones contempladas en el apartado 1, letras b) y c), la entidad concedente publicará 
un anuncio a tal efecto en el Diario Oficial de la Unión Europea. Dicho anuncio contendrá la 
información establecida en el anexo XI de la Directiva 2014/23/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 26 de febrero de 2014, y se publicará de conformidad con el artículo 33 de dicha 
Directiva.

6. No se considerará modificación cuando, para cumplir con el fin del contrato se convirtiera en 
necesario adaptar su objeto para añadir tareas adicionales a las inicialmente contratadas, cuya 
naturaleza pueda ser verificada de forma objetiva, considerándose motivación suficiente las 
razones de tipo técnico o que pudieran dar lugar a incompatibilidades o a dificultades técnicas que 
resulten desproporcionadas y que formen parte del modelo de coste objetivo y del reparto de estos. 
Tampoco tendrá la consideración de modificación la adaptación del modelo a los supuestos eventos 
de compensación a los que se refiere el artículo 34 de esta ley que figuren en el contrato. Tampoco 
se considerará modificación la aplicación de los supuestos previstos en los artículos 29 y 30 de esta 
ley sobre costes compensables y revisión de precios.
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Artículo 34. Eventos de compensación

1. Se consideran Eventos de compensación aquellos acontecimientos que durante la ejecución de 
las obras o prestación del servicio ocasionen un retraso en su finalización y no sean imputables a 
actuaciones del contratista. A tales efectos, para que un acontecimiento sobrevenido pueda 
calificarse como Evento de Compensación es necesario que se encuentre entre uno de los 
supuestos de hecho que se detallan en este artículo o, en su caso, en el pliego de la licitación y que 
el contratista cumpla con las exigencias de notificación inmediata.

2. El acontecimiento que se considere Evento de Compensación no podrá ser en ningún caso 
imputable al contratista. Son en todo caso Evento de Compensación los cambios de ley o norma 
con incidencia en los costes del contrato. 

3. Los siguientes supuestos de hecho tienen consideración de Eventos de Compensación a los 
efectos de la ejecución del contrato:

a) Instrucciones del director de proyecto que adapten el objeto del contrato, excepto si se trata de 
un cambio o adaptación realizado para aceptar un defecto o, en su caso, de un cambio en el 
diseño del objeto propuesto por el contratista o cuyo fin sea cumplir con el alcance 
proporcionado por el órgano de contratación.

b) Si la dirección de obra no permite el acceso y uso de partes de la obra con posterioridad al acta 
de replanteo.

c) Si el órgano de contratación no proporciona al contratista algo a lo que esté obligado en el plazo 
establecido en el Programa aceptado.

d) Si el director de proyecto ordena detener o no iniciar cualquier trabajo o cambia una Fecha 
Clave de inicio. 

e) Si el director del proyecto ordene al contratista la suspensión de la ejecución del contrato, de 
forma temporal, sea parcial o total, o definitiva, de lo que se levantará la correspondiente acta.

f) Si el órgano de contratación o un tercero por el que el órgano de contratación deba responder 
no cumple con los plazos indicados en el Programa Aceptado o no cumplen con las condiciones 
establecidas en el objeto, prescripciones técnicas y demás documentos contractuales o realizan 
trabajos en el lugar de la obra que no se indiquen en los documentos contractuales.

g) Si el director de proyecto no responde a una comunicación del contratista en el plazo que resulte 
del contrato.

h) Si el director de proyecto da instrucciones sobre la preservación de un objeto de interés cultural 
o histórico o de otro tipo que se encuentre en el emplazamiento de la obra.

i) Si el director de proyecto modifica una decisión ya comunicada al contratista.

j) Si el director de proyecto se demora en una aceptación por una razón no justificada ni prevista 
en el contrato.

k) Si se ordena al contratista que revise los posibles defectos de las obras ejecutadas, sin 
encontrarse ninguno, a no ser que la búsqueda sea necesaria sólo porque el contratista no avisó 
con suficiente antelación de que estaba realizando trabajos que podían obstruir una prueba o 
inspección requerida.
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l) Una prueba o inspección que cause un retraso o coste innecesario.

m) Si se producen condiciones físicas en el emplazamiento de la obra que, sin ser consideradas 
como condiciones meteorológicas, no podrían haber sido tomadas en cuenta a la firma del 
contrato por un contratista experimentado y cuya concurrencia no era previsible. En este 
supuesto, sólo se tendrá en cuenta la diferencia entre las condiciones físicas encontradas y 
aquellas que hubiera sido razonable prever para evaluar un Evento de Compensación.

a. Para evaluar las condiciones físicas para determinar un Evento de Compensación, se entiende 
que el contratista ha tenido en cuenta la Información de la Obra, la información públicamente 
disponible, la información obtenible con una inspección visual del emplazamiento y cualquier 
otra información que un contratista experimentado podría razonablemente esperar tener u 
obtener.

b. En caso de ambigüedad o incoherencia en la Información sobre el emplazamiento, se 
presumirá que el contratista ha tenido en cuenta las condiciones físicas más favorables para la 
realización de los trabajos.

n) Un fenómeno meteorológico anómalo que, como consecuencia de la valoración de las 
condiciones meteorológicas que se registren dentro del mes natural en el que tenga lugar el 
acontecimiento, antes de la fecha de conclusión del conjunto de las obras y en el lugar indicado 
en el contrato y cuyo valor, se demuestre que se produce con una frecuencia media inferior a 
una vez cada diez años. 

o) Un evento que, conforme al contrato, es responsabilidad del Órgano de Contratación.

p) Los incendios causados por la electricidad atmosférica.

q) Los fenómenos naturales catastróficos, como maremotos, terremotos, erupciones volcánicas, 
movimientos del terreno, temporales marítimos, inundaciones u otros semejantes.

r) Los destrozos ocasionados por la guerra, tumultos o alteraciones graves del orden público u 
otros semejantes.

s) Cuando el director de proyecto acuerde una recepción parcial de las obras o del servicio antes 
de su completa conclusión.

t) Cuando el órgano de contratación no proporcione materiales, instalaciones y muestras para 
pruebas e inspecciones estando obligado.

u) Un incumplimiento de contrato por el órgano de contratación que no sea uno de los Eventos de 
Compensación previstos en el contrato.

v) Un evento que impide al contratista finalizar una parte de las obras o la completa prestación del 
servicio, o completar la totalidad de las obras en la fecha programada y que ninguna de las 
partes pudiera evitar. A tales efectos, se tomará en consideración si un contratista 
experimentado podía preverlo en el momento de la firma del contrato, si la probabilidad de que 
ocurriera era tan pequeña que no hubiera sido razonable preverla y si no es uno de los otros 
Eventos de Compensación establecidos en el contrato.
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w) Cuando el director de obra notifique al contratista la aceptación de un presupuesto para una 
instrucción propuesta, le solicite cualquier modificación sobre el Programa Aceptado, en 
términos de coste o plazo o cualquier otra modificación requerida por el director de obra 
respecto a lo pactado.

x) Otros eventos de compensación adicionales recogidos en el contrato. En concreto, los 
incrementos en los costes de obra que no diesen lugar a una revisión prevista, así como la 
afección a servicios o derechos reales y los condicionantes ambientales no previstos, se 
configurarán como eventos de compensación.

y) Cualquier otro acontecimiento de naturaleza análoga que deriven de las especialidades 
concretas del Emplazamiento o del Objeto del Contrato, siempre que las partes estén de 
acuerdo en su consideración como tales y respeten la arquitectura del modelo de coste objetivo 
pactado. 

4. La modificación de precios que se produzca como consecuencia de un Evento de Compensación 
afectará al coste de lo ya realizado, al previsto del trabajo no realizado y al beneficio industrial de la 
oferta económica.

5. La fecha de referencia de un Evento de Compensación derivado de una instrucción o notificación 
del director de proyecto, de la emisión de un certificado o de la modificación de una decisión 
anterior, es la fecha en la que se produzca dicha comunicación. Para otros Eventos de 
Compensación, la fecha de impacto es la fecha de la notificación del Evento de Compensación.

Artículo 35. Resolución extrajudicial de conflictos durante la ejecución

1. En los modelos de colaboración público-privada se podrá incluir un órgano de prevención de 
conflictos compuesto por uno o tres miembros, según se determine el contrato. Este órgano ayudará 
a resolver posibles litigios, para lo que formulará una recomendación. Toda posible controversia que 
surja en virtud del contrato o en relación con el mismo será remitida al órgano antes de cuatro 
semanas desde la notificación del asunto a la otra parte y al director del proyecto. El pliego fijará el 
plazo y condiciones para la tramitación y resolución de las controversias.

2. Los poderes adjudicadores sometidos a esta ley, incluidos los que tengan la consideración de 
Administración pública, podrán remitir a un arbitraje en derecho, conforme a las disposiciones de la 
Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, la solución de las diferencias que puedan surgir sobre 
los efectos, cumplimiento y extinción de los contratos que celebren, independientemente de su 
cuantía en el caso que el órgano de prevención de conflictos no resuelva el asunto o una de las 
partes no esté conforme con su decisión. No será de aplicación en estos casos la previsión del 
artículo 7.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

3. Los pliegos de cláusulas administrativas determinarán la composición del órgano al que se remita 
la resolución de la controversia, garantizando cuando sea colegiado que al menos uno de los 
miembros sea propuesto por el contratista. Cuando el pliego no señale la composición del órgano 
arbitral y no exista acuerdo sobre la misma entre la entidad contratante y contratista, la competencia 
para resolver el arbitraje corresponderá al órgano de recurso especial.
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Artículo 36. Recurso administrativo especial

1. Los anuncios, actos de preparación y de adjudicación serán susceptibles de recurso 
administrativo especial en materia de contratación conforme a las reglas de la normativa general de 
contratación pública.

2. Este recurso tendrá carácter preceptivo y preclusivo.

Artículo 37. Clausulado del contrato

Los contratos de colaboración entre el sector público y el sector privado deberán incluir 
necesariamente, además de las cláusulas generales, estipulaciones referidas a los siguientes 
aspectos:

a) Identificación de las prestaciones principales que constituyan su objeto, que condicionarán el 
régimen sustantivo aplicable al contrato.

b) Condiciones de reparto de riesgos entre la Administración y el contratista, desglosando y 
precisando la imputación de los riesgos derivados de la variación de los costes de las prestaciones 
y la imputación de los riesgos de disponibilidad o de demanda de dichas prestaciones.

c) Objetivos de rendimiento asignados al contratista, particularmente en lo que concierne a la 
calidad de las prestaciones de los servicios, la calidad de las obras y suministros y las condiciones 
en que son puestas a disposición de la Administración.

d) Remuneración del contratista, que deberá desglosar las bases y criterios para el cálculo de los 
costes de inversión, de funcionamiento y de financiación y en su caso, de los ingresos que el 
contratista pueda obtener de la explotación de las obras o equipos en caso de que sea autorizada 
y compatible con la cobertura de las necesidades de la Administración.

e) Condiciones e importes de la remuneración de las empresas con las que se negocie en el 
procedimiento negociado o en el diálogo competitivo.

f) Causas y procedimientos para determinar las variaciones de la remuneración a lo largo del 
período de ejecución del contrato.

g) Fórmulas de pago y, particularmente, condiciones en las cuales, en cada vencimiento o en 
determinado plazo, el montante de los pagos pendientes de satisfacer por la Administración y los 
importes que el contratista debe abonar a ésta como consecuencia de penalidades por 
incumplimientos.

h) Definición de costes compensables, no compensables y de eventos de compensación que 
pueden ser objeto de oferta o de negociación, en su caso.

i) Fórmulas de control de la ejecución del contrato, especialmente respecto a los objetivos de 
rendimiento, así como las condiciones en que se puede producir la subcontratación.

j) Penalidades contractuales aplicables en caso de incumplimiento de las obligaciones del contrato.
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k) Condiciones en que puede procederse por acuerdo o, a falta del mismo, por una decisión 
unilateral de la Administración, a la modificación de determinados aspectos del contrato o a su 
resolución, particularmente en supuestos de variación de las necesidades de la Administración, de 
innovaciones tecnológicas o de modificación de las condiciones de financiación obtenidas por el 
contratista.

l) Control que se reserva la Administración sobre la cesión total o parcial del contrato.

m) Destino de las obras y equipamientos objeto del contrato a la finalización del mismo.

n) Garantías que el contratista afecta al cumplimiento de sus obligaciones.

o) Referencia a las condiciones generales y, cuando sea procedente, a las especiales que sean 
pertinentes en función de la naturaleza de las prestaciones principales, que la Ley establece 
respecto a las prerrogativas de la Administración y a la ejecución, modificación y extinción de los 
contratos.

p) Previsión del modelo de alertas temprana y su concreto funcionamiento. 

Artículo 38. Régimen jurídico aplicable a los contratos de colaboración público-privada

1. Los contratos que celebren los poderes adjudicadores, al margen de su naturaleza jurídica, se 
regirán por la presente Ley y sus disposiciones reglamentarias de desarrollo. Supletoriamente, en 
lo relativo a solvencia de los operadores económicos, normas de publicidad y procedimientos de 
adjudicación, se aplicarán las restantes normas contratación del sector público, de derecho 
administrativo y de derecho privado. 

2. Salvo que se haya pactado el sometimiento a arbitraje, el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo será el competente para resolver las controversias que surjan entre las partes en la 
ejecución y extinción de los contratos. 

Artículo 39. Obligatoriedad del programa de cumplimiento normativo

1. En todo modelo de colaboración público-privada resultará obligado la presentación de un 
programa de cumplimiento normativo. En el plazo de dos meses desde la firma del contrato, el 
adjudicatario presentará a la entidad contratante un programa de cumplimiento normativo que 
incorpore un modelo organizativo y de gestión que incluya medidas de control y vigilancia para la 
prevención de la comisión de delitos por la adjudicataria en la ejecución del contrato. 

2. Sin perjuicio de su coherencia con los valores y estrategias de la Responsabilidad Social 
Corporativa del contratista, el programa será específico para la ejecución del contrato y deberá 
contener:

a) La identificación de los requisitos legales relevantes aplicables a las actividades del 
adjudicatario, incluyendo la legislación y otra normativa específica del sector (ambiental, fiscal, 
social y laboral).

b) Los procesos de colaboración e información realizados con sus suministradores, colaboradores 
y proveedores de bienes y servicios y con los subcontratistas a los efectos de identificación de 
los riesgos existentes, además de la adopción de medidas vinculantes para el adjudicatario, sus 
proveedores y los subcontratistas.
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c) Relación de estructuras, recursos y procedimientos que permitan mantener actualizada la 
identificación de la legislación y demás normativa aplicable, además de los protocolos y 
mecanismos de prevención, seguimiento, control y/o auditoría interna del programa.

Artículo 40. Utilización de metodología BIM

La metodología BIM o equivalente se considerará una exigencia técnica de obligado cumplimiento 
para contratante y contratista, cuando así se establezca en el expediente de la licitación. Los datos 
y documentos resultantes del empleo de la metodología BIM prevalecerán sobre planos u otros 
documentos técnicos. En caso de discrepancia entre el contenido del pliego de la licitación, o del 
documento descriptivo en un procedimiento de diálogo competitivo y el de cualquiera de los 
restantes documentos contractuales, prevalecerá el contenido de aquél.
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TÍTULO III 

REGLAS ESPECÍFICAS DE LOS MODELOS DE CONCESIÓN

Artículo 41. Concesiones y riesgo operacional

1. La adjudicación de una concesión implica la transferencia al concesionario de un riesgo operativo 
asociado a la ejecución de las obras o a la explotación de los servicios e incluye un riesgo de 
demanda, un riesgo de oferta o ambos. El riesgo de demanda es el riesgo asociado a la demanda 
real de las obras o servicios objeto del contrato. El riesgo de suministro es el riesgo asociado al 
suministro de las obras o servicios objeto del contrato, en particular el riesgo de que la prestación 
de servicios no se corresponda con el nivel de calidad y cantidad estipulado en el contrato.

2. Se considera que el concesionario ha asumido el riesgo de explotación cuando exista la 
posibilidad de que no se recupere la totalidad de las inversiones realizadas o no cubra los costes 
financieros u operacionales que haya sufragado para explotar las obras o servicios adjudicados de 
acuerdo con lo establecido en la normativa europea de aplicación.

3. El riesgo operacional, relevante para la calificación de la operación económica como concesión, 
es el que se deriva de factores excepcionales, imprevisibles y no imputables a las partes. No existen 
riesgos asociados a mala gestión, incumplimiento de contrato por parte del operador económico o 
fuerza mayor.

4. Los contratos remunerados por el concedente sin contrapartida en metálico en forma de precio 
se consideran concesiones si la recuperación de las inversiones realizadas y de los costes 
soportados por el operador depende únicamente de la demanda del servicio o bien, o de su 
suministro. En las operaciones económicas que impliquen un riesgo únicamente por el lado de la 
oferta, el contrato preverá que la contraprestación se pague únicamente contra la disponibilidad de 
las obras, así como un sistema de penalizaciones que reduzca o anule proporcionalmente la 
contraprestación debida al operador económico en los períodos de menor o nula disponibilidad de 
las obras, de menor o nula prestación de los servicios, o en caso de incumplimiento de los niveles 
cualitativos y cuantitativos de las prestaciones asumidas por el concesionario. Las variaciones de la 
contraprestación deberán, en todo caso, poder afectar significativamente al valor actual neto del 
conjunto de la inversión, costes e ingresos.

5. La estructura de intereses consagrada en el contrato de concesión debe garantizar la 
preservación del equilibrio económico-financiero, entendiendo por tal la presencia simultánea de las 
condiciones de viabilidad económica y sostenibilidad financiera. Existe equilibrio económico-
financiero cuando los ingresos esperados del proyecto puedan cubrir los costes de explotación e 
inversión, remunerar y reembolsar el capital ajeno y remunerar el capital riesgo.

6. Si la operación económica no puede alcanzar el equilibrio financiero por sí misma, se permitirá la 
intervención de apoyo público. La intervención pública podrá adoptar la forma de una contribución 
financiera, la concesión de garantías o la cesión de la propiedad de bienes inmuebles u otros 
derechos, incluida la ampliación del plazo de la concesión para lograr el equilibrio.

7. La previsión de una indemnización en caso de rescisión anticipada de la concesión por causas 
imputables a la entidad concedente, o por causas de fuerza mayor, no excluye que el contrato sea 
una concesión.
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8. Los servicios no económicos de interés general no entran en el ámbito de aplicación de este 
régimen de concesiones. Tampoco se aplicará a las concesiones a que se refieren los artículos 10, 
11, 12, 13, 14, 16 y 17 de la Directiva 2014/23/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de 
febrero de 2014.

9. El sistema de ayudas públicas a la ejecución de la concesión deberá respetar en todo caso la 
transferencia efectiva del riesgo operacional.

10. La Oficina Nacional de Evaluación evaluará, de conformidad con los criterios expuestos en los 
apartados anteriores de este artículo, si la rentabilidad del proyecto, obtenida en función del valor 
de la inversión es razonable en atención a los riesgos que asuma el concesionario. En dicha 
evaluación se tendrá en cuenta la mitigación que las ayudas otorgadas puedan suponer sobre otros 
riesgos distintos del de demanda, que habitualmente deban ser soportados por los operadores 
económicos. Para evaluar el traspaso del riesgo operacional, la Oficia analizará la posibilidad de 
que el concesionario no recupere la posibilidad de las inversiones realizadas ni cubra los costes que 
haya sufragado.

11. En los contratos de concesión en los que el abono de la tarifa concesional se realice por el poder 
adjudicador, la Oficina evaluará previamente la transferencia del riesgo de demanda o de oferta, 
según proceda, al concesionario, y deberá atender a la concreta rentabilidad propuesta para esa 
concesión. 

Artículo 42. Plazo de las concesiones

1. Los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios tendrán un plazo de duración 
limitado, el cual se calculará en función de las obras y de los servicios que constituyan su objeto.

2. Para las concesiones que duran más de cinco años, la duración máxima de la concesión no podrá 
exceder el tiempo que se calcule razonable para que el concesionario recupere las inversiones 
realizadas para la explotación de las obras o servicios, junto con un rendimiento sobre el capital 
invertido, teniendo en cuenta las inversiones necesarias para alcanzar los objetivos contractuales 
específicos.

3. Las inversiones que se tienen en cuenta para el cálculo incluyen tanto las iniciales como las 
realizadas durante la vida de la concesión.

4. La duración máxima de la concesión deberá indicarse en el pliego de condiciones, a menos que 
se utilice como criterio para la adjudicación del contrato.

5. La duración de los contratos de concesión no será prorrogable, salvo en el caso de la ampliación 
de plazos derivada de la modificación para reequilibrar la concesión o cuando así lo prevea una 
norma legal.
6. Al término de la concesión, por el tiempo estrictamente necesario para seleccionar un nuevo 
concesionario, la gestión de la obra o servicio concedido podrá ser asumida por la Administración, 
que valorará el modelo de gestión transitoria más adecuado también en relación con las condiciones 
económicas.

Artículo 43. Umbral y métodos de cálculo del valor estimado de las concesiones

1. El valor de una concesión es el volumen de negocios total del concesionario generado a lo largo 
de la duración del contrato, sin IVA, estimado por el concedente, como contraprestación por las 
obras y servicios objeto de la concesión, así como por los suministros accesorios a dichas obras y 
servicios.
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2. El valor se estima en relación con el momento en que se envíe el anuncio de concesión o, en los 
casos en que no está previsto tal anuncio, en el momento en que el concedente inicia el 
procedimiento de adjudicación de la concesión. Si el valor de la concesión en el momento de la 
adjudicación supera en más de un 20% el valor estimado, se tendrá en cuenta el valor de la 
concesión en el momento de la adjudicación.

3. El valor estimado de la concesión se calculará según un método objetivo especificado en el pliego 
de condiciones de la concesión. Las entidades concedentes también tendrán en cuenta, en su caso, 
los siguientes elementos:

a) el valor de cualquier cláusula de opción;

b) los ingresos procedentes del pago por los usuarios de obras y servicios de tasas y multas 
distintas de las recaudadas por cuenta de la autoridad otorgante;

c) los pagos o cualquier ventaja financiera concedida al concesionario bajo cualquier forma por el 
concedente u otras autoridades públicas, incluidas las compensaciones por el cumplimiento de una 
obligación de servicio público y las subvenciones públicas a la inversión;

d) el valor de las subvenciones o de cualquier otra ventaja financiera, bajo cualquier forma, 
concedida por terceros para la ejecución de la concesión;

e) ingresos procedentes de la venta de activos que forman parte de la concesión;

f) el valor de todos los suministros y servicios puestos a disposición del concesionario por los 
organismos concedentes, siempre que sean necesarios para la ejecución de las obras o la 
prestación de los servicios;

g) cualquier adjudicación o pago a los candidatos o licitadores.

4. La elección del método de cálculo del valor estimado de la concesión no podrá hacerse con la 
intención de eludir normas imperativas de licitación o régimen sustantivo. Tampoco podrá dividirse 
una concesión con esa finalidad.

5. Cuando una obra o servicio propuesto pueda dar lugar a la adjudicación de una concesión en 
lotes separados, se tendrá en cuenta el valor total estimado de los lotes.

Artículo 44. Requisitos técnicos y funcionales

1. Los requisitos técnicos o funcionales definirán las características requeridas de los trabajos o 
servicios que son objeto de la concesión. Figurarán en los documentos de concesión.
Estas características podrán referirse también al proceso específico de producción o prestación de 
las obras o servicios, siempre que estén vinculados a la materia objeto del contrato y sean 
proporcionados a su valor y sus objetivos. Estas características podrán incluir, por ejemplo, los 
niveles de calidad, los niveles de comportamiento ambiental y climático, el diseño para todas las 
necesidades (incluida la accesibilidad de los discapacitados) y la evaluación de la conformidad, el 
rendimiento, la seguridad o las dimensiones, la terminología, los símbolos, los ensayos y métodos 
de ensayo, el marcado y etiquetado o instrucciones de uso.
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2. Salvo que lo justifique el objeto del contrato, los requisitos técnicos y funcionales no podrán hacer 
referencia a una fabricación o una procedencia determinada, a un procedimiento concreto que 
caracterice los productos o servicios ofrecidos por un operador económico determinado, a marcas, 
patentes o tipos, ni a una producción determinada con la finalidad de favorecer o descartar ciertas 
empresas o ciertos productos. Tal referencia se autorizará, con carácter excepcional, en el caso en 
que no sea posible hacer una descripción lo bastante precisa e inteligible del objeto del contrato. Tal 
referencia deberá ir acompañada de la mención «o equivalente».

3. No se podrá rechazar una oferta basándose en que las obras o los servicios ofrecidos no se 
ajustan a los requisitos técnicos u funcionales a los que han hecho referencia, siempre que en su 
oferta el licitador pruebe, por cualquier medio adecuado, que las soluciones que propone cumplen 
de forma equivalente los requisitos técnicos y funcionales.

Artículo 45. Programa funcional

En toda concesión se elaborará un programa funcional que contendrá los elementos básicos que 
informarán el diálogo con los contratistas y que se incluirá en la documentación contractual. 
Particularmente, se identificará en el programa funcional la naturaleza y cuantía de las necesidades 
a satisfacer, los elementos jurídicos, técnicos o económicos mínimos que deben incluir 
necesariamente las ofertas para ser admitidas a la licitación o diálogo competitivo, y los criterios de 
adjudicación del contrato.

Artículo 46. Sistema de selección del socio privado en la concesión

1. Para la adjudicación de las concesiones, la entidad adjudicadora elaborará al menos un proyecto 
de viabilidad que sirva de base para la oferta. Cuando se trate de un proyecto de iniciativa privada 
corresponderá a ésta la realización del estudio de viabilidad. 

2. Las concesiones se adjudicarán sobre la base de criterios objetivos que garanticen una 
evaluación de las ofertas en condiciones de competencia efectiva. Entre otros, además de la 
rentabilidad económico-social se podrán incluir criterios relacionados con las políticas públicas de 
sostenibilidad social y ambiental o de innovación o que supongan una ventaja económica global 
para la entidad concedente atendiendo al escenario geoestratégico europeo, en tanto aportan un 
valor al modelo concesional. 

3. Si una oferta propone una solución innovadora con un nivel extraordinario de rendimiento 
funcional que no podría haber sido prevista por una entidad adjudicadora diligente, ésta podrá 
cambiar la ponderación de los criterios de adjudicación excepcional y motivadamente para tener en 
cuenta esta solución. En tal caso, informará a todos los licitadores de la modificación del orden de 
importancia y convocará una nueva licitación.

4. Antes de valorar la oferta económica deberá comprobarse la adecuación y sostenibilidad del plan 
empresarial.

5. La convocatoria de licitación establecerá la confidencialidad de los nombres de los operadores 
económicos que hayan presentado la oferta.

Artículo 47. Retribución del concesionario.

1. El concesionario tendrá derecho a percibir de los usuarios o de la Administración una retribución 
por la utilización de las obras o prestación de servicios en la forma prevista en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares y de conformidad con lo establecido en este artículo, que se 
denominará tarifa y tendrá la naturaleza de prestación patrimonial de carácter público no tributario.
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2. Las tarifas que abonen los usuarios por la utilización de las obras o de los servicios serán fijadas 
por el órgano de contratación en el acuerdo de adjudicación. Las tarifas tendrán el carácter de 
máximas y los concesionarios podrán aplicar tarifas inferiores cuando así lo estimen conveniente.

3. Las tarifas serán objeto de revisión de acuerdo con lo establecido en el pliego de la licitación.

4. La retribución por la utilización de la obra o del servicio podrá ser abonada por la Administración 
teniendo en cuenta el grado de disponibilidad ofrecido por el concesionario y/o su utilización por los 
usuarios, en la forma prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares. En caso de que 
la retribución se efectuase mediante pagos por disponibilidad deberá preverse en los pliegos de la 
licitación la inclusión de índices de corrección automáticos por nivel de disponibilidad 
independientes de las posibles penalidades en que pueda incurrir el concesionario en la prestación 
del servicio.

5. El concesionario se retribuirá igualmente con los ingresos procedentes de la explotación de la 
zona comercial directamente vinculada a la concesión, en el caso de existir ésta, según lo 
establecido en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

6. El concesionario deberá separar contablemente los ingresos provenientes de las aportaciones 
públicas y aquellos otros procedentes de las tarifas abonadas por los usuarios de las obras o del 
servicio y, en su caso, los procedentes de la explotación de la zona comercial.

Artículo 48. Derechos del concesionario

Los concesionarios tendrán los siguientes derechos:

a) El derecho a explotar la obra pública o el servicio y percibir la retribución económica prevista 
en el contrato durante el tiempo de la concesión.

b) El derecho al mantenimiento del equilibrio económico de la concesión, en la forma y con la 
extensión prevista en esta Ley.

c) El derecho a utilizar los bienes de dominio público de la Administración concedente necesarios 
para la construcción, modificación, conservación y explotación de la obra pública. Dicho derecho 
incluirá el de utilizar, exclusivamente para la construcción de la obra, las aguas que afloren o los 
materiales que aparezcan durante su ejecución, previa autorización de la Administración 
competente, en cada caso, para la gestión del dominio público correspondiente.

d) El derecho a recabar de la Administración la tramitación de los procedimientos de expropiación 
forzosa, imposición de servidumbres y desahucio administrativo que resulten necesarios para la 
construcción, modificación y explotación de la obra pública, así como la realización de cuantas 
acciones sean necesarias para hacer viable el ejercicio de los derechos del concesionario.
e) El derecho a que los bienes y derechos expropiados que queden afectos a la concesión se 
incorporarán al dominio público.

f) El derecho a ceder la concesión de acuerdo con lo previsto en esta ley e hipotecar la misma en 
las condiciones establecidas en la Ley, previa autorización del órgano de contratación en ambos 
casos.
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g) El derecho a titulizar sus derechos de crédito, en los términos previstos en la Ley.

h) Cualesquiera otros que le sean reconocidos por esta u otras leyes o por los pliegos de 
condiciones.

Artículo 49. Obligaciones del concesionario

1. Serán obligaciones generales del concesionario:

a) Ejecutar las obras o prestar los servicios con arreglo a lo dispuesto en el contrato.

b) Explotar la obra pública o prestar los servicios asumiendo el riesgo económico de su gestión con 
la continuidad y en los términos establecidos en el contrato u ordenados posteriormente por el 
órgano de contratación.

c) Admitir a todo usuario, en las condiciones que hayan sido establecidas de acuerdo con los 
principios de igualdad, universalidad y no discriminación, mediante el abono, en su caso, de la 
correspondiente tarifa.

d) Cuidar del buen orden y de la calidad de la obra pública y de su uso, o de los servicios, pudiendo 
dictar las oportunas instrucciones, sin perjuicio de los poderes de policía que correspondan al 
órgano de contratación.

e) Indemnizar los daños que se ocasionen a terceros por causa de la ejecución de las obras o de 
su explotación, cuando le sean imputables.

f) Proteger el dominio público que quede vinculado a la concesión, en especial, preservando los 
valores ecológicos y ambientales del mismo.

g) Cualesquiera otras previstas en esta u otras leyes o en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares.

2. Corresponde al concesionario el control de la ejecución de las obras o servicios que contrate con 
terceros debiendo ajustarse el control al plan que el concesionario elabore y resulte aprobado por 
el órgano de contratación. Este podrá en cualquier momento recabar información sobre la marcha 
de las obras y de los servicios y realizar las actividades de inspección que estime oportunas.

Artículo 50. Zonas complementarias de explotación comercial

1. Atendiendo a su finalidad, tanto las concesiones de obras públicas como las concesiones de 
servicios podrán incluir, además de las superficies que sean precisas según su naturaleza, otras 
zonas o terrenos para la ejecución de actividades complementarias, comerciales o industriales que 
sean necesarias o convenientes por la utilidad que prestan a los usuarios de las obras y que sean 
susceptibles de un aprovechamiento económico diferenciado, tales como establecimientos de 
hostelería, estaciones de servicio, infraestructuras de comunicaciones, zonas de ocio, 
estacionamientos, locales comerciales y otros susceptibles de explotación, o modelos de 
colaboración en energías descarbonizadas.

2. Estas actividades complementarias se implantarán de conformidad con lo establecido en los 
pliegos generales o particulares que rĳan la concesión y, en su caso, con lo determinado en la 
legislación o el planeamiento urbanístico que resulte de aplicación.
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3. Las correspondientes zonas o espacios quedarán sujetos al principio de unidad de gestión y 
control de la Administración Pública concedente y serán explotados conjuntamente con la obra por 
el concesionario, directamente o a través de terceros, en los términos establecidos en el oportuno 
pliego de la concesión.

Artículo 51. Revisión del contrato de concesión conforme al principio de honesta 
equivalencia de lo pactado

1. Ante la ocurrencia de hechos extraordinarios e imprevisibles, incluyendo cambios en la 
legislación o reglamentación de referencia, incluidas las disposiciones convencionales, siempre que 
no sean imputables al concesionario, que afecten significativamente el equilibrio económico y 
financiero de la explotación, el concesionario podrá solicitar la revisión del contrato en la medida 
estrictamente necesaria para reconducirlo a los niveles de equilibrio y transferencia de riesgo 
acordados en el momento de la celebración del contrato. 

2. En la revisión no será posible acordar cambios que alteren la naturaleza de la concesión, o 
cambios sustanciales que, de haber figurado en el procedimiento inicial de adjudicación de la 
concesión, hubieran permitido la admisión de candidatos distintos de los inicialmente seleccionados 
o la aceptación de una oferta distinta de la inicialmente aceptada, o hubieran atraído a participantes 
adicionales al procedimiento de adjudicación de la concesión.

3. En caso de falta de acuerdo sobre el reequilibrio del plan de negocio, las partes podrán rescindir 
el contrato. En este caso, se reembolsarán al concesionario los importes previstos el artículo 55, 
con exclusión de los gastos resultantes de la rescisión anticipada de los contratos de cobertura del 
riesgo de tipos de interés.

Artículo 52. Comprobación de las obras

1. A la terminación de las obras, y a efectos del seguimiento del correcto cumplimiento del contrato 
por el concesionario, se procederá al levantamiento de un acta de comprobación por parte de la 
Administración concedente. El levantamiento y contenido del acta de comprobación se ajustarán a 
lo dispuesto en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

2. Al acta de comprobación se acompañará un documento de valoración de la obra pública 
ejecutada y, en su caso, una declaración del cumplimiento de las condiciones impuestas en la 
declaración de impacto ambiental, que será expedido por el órgano de contratación y en el que se 
hará constar la inversión realizada.

3. En las obras financiadas parcialmente por la Administración concedente, mediante abonos 
parciales al concesionario con base en las certificaciones mensuales de la obra ejecutada, la 
certificación final de la obra acompañará al documento de valoración y al acta de comprobación a 
que se refiere el apartado anterior.

4. La aprobación del acta de comprobación de las obras por el órgano de la Administración 
concedente llevará implícita la autorización para la apertura de las mismas al uso público, 
comenzando desde ese momento el plazo de garantía de la obra cuando haya sido ejecutada por 
terceros distintos del concesionario, así como la fase de explotación.
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Artículo 53. Uso y utilización de obras y servicios.

1. El concesionario deberá cuidar de la adecuada aplicación de las normas sobre uso, policía y 
conservación de las obras o de los servicios.

2. El personal encargado de la explotación de la concesión, en ausencia de agentes de la autoridad, 
podrá adoptar las medidas necesarias en orden a la utilización de las obras o servicios, formulando, 
en su caso, las denuncias pertinentes. A estos efectos, servirán de medio de prueba las obtenidas 
por el personal del concesionario debidamente acreditado y con los medios previamente 
homologados, comprobados o autorizados por la Administración competente, así como cualquier 
otro admitido en derecho. Se autoriza la instalación de medios tecnológicos que permiten la 
captación de imágenes con la finalidad de hacer efectivo el cumplimiento de la relación contractual 
entre concesionario y usuario basada en la obligación del usuario de abonar la tarifa 
correspondiente al concesionario por la utilización de la obra o la prestación del servicio, todo ello 
de acuerdo con los principios que rigen la protección de datos personales.

3. El concesionario podrá impedir el uso de las obras o servicios a aquellos usuarios que no abonen 
la tarifa correspondiente, sin perjuicio de lo que, a este respecto, se establezca en la legislación 
sectorial correspondiente.

4. El concesionario deberá mantener las obras o servicios de conformidad con lo que, en cada 
disponga la normativa técnica, medioambiental, de accesibilidad y eliminación de barreras y de 
seguridad de los usuarios que resulte de directa aplicación.

5. El poder adjudicador podrá incluir en los pliegos de condiciones mecanismos para medir la 
calidad del servicio ofrecida por el concesionario, y otorgar ventajas o penalizaciones económicas 
a este en función de los mismos. En todo caso esta opción no podrá ser utilizada para eliminar el 
riesgo operacional de la concesión

Artículo 54. Secuestro o intervención de la concesión.

1. El órgano de contratación, previa audiencia del concesionario, podrá acordar el secuestro o 
intervención de la concesión en los casos en que el concesionario no pueda hacer frente, 
temporalmente y con grave daño social, a la explotación de la obra por causas ajenas al mismo o 
incurriese en un incumplimiento grave de sus obligaciones que pusiera en peligro dicha explotación. 
El acuerdo del órgano de contratación será notificado al concesionario y si éste, dentro del plazo 
que se le hubiera fijado, no corrigiera la deficiencia se ejecutará el secuestro o intervención. 
Asimismo, se podrá acordar el secuestro o intervención en los demás casos recogidos en esta Ley 
con los efectos previstos en la misma.

2. Efectuado el secuestro o intervención, corresponderá al órgano de contratación la explotación 
directa de la obra pública y la percepción de la contraprestación establecida, pudiendo utilizar el 
mismo personal y material del concesionario. El órgano de contratación designará uno o varios 
interventores que sustituirán plena o parcialmente al personal directivo de la empresa 
concesionaria. La explotación de la obra objeto de secuestro o intervención se efectuará por cuenta 
y riesgo del concesionario, a quien se devolverá, al finalizar el secuestro, el saldo que resulte 
después de satisfacer todos los gastos, incluidos los honorarios de los interventores, y deducir, en 
su caso, la cuantía de las penalidades impuestas.

3. El secuestro o intervención tendrá carácter temporal y su duración será la que determine el 
órgano de contratación sin que pueda exceder, incluidas las posibles prórrogas, de tres años.
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El órgano de contratación acordará de oficio o a petición del concesionario el cese del secuestro o 
intervención cuando resultara acreditada la desaparición de las causas que lo hubieran motivado y 
el concesionario justificase estar en condiciones de proseguir la normal explotación de la obra. 
Transcurrido el plazo fijado para el secuestro o intervención sin que el concesionario haya 
garantizado la asunción completa de sus obligaciones, el órgano de contratación resolverá el 
contrato de concesión.

Artículo 55. Resolución de la concesión

1. La entidad concedente podrá declarar finalizada la concesión anticipadamente cuando concurran 
una o varias de las siguientes condiciones:

a) la concesión haya sufrido un cambio que habría requerido un nuevo procedimiento de 
adjudicación de la concesión;

b) el concesionario se encontraba en el momento de la adjudicación de la concesión en una de las 
situaciones que conllevan la exclusión del procedimiento de adjudicación de la concesión;

2. La resolución de la concesión por incumplimiento del concedente o del concesionario se rige por 
las reglas de los contratos del sector público y supletoriamente por las previsiones del Código Civil. 
El contrato podrá prever una cláusula penal para el caso de incumplimiento con el fin de 
predeterminar los daños y perjuicios y los criterios de cálculo de la indemnización a cargo de la parte 
que haya incumplido.

3. En los casos de rescisión de una concesión por causas imputables al concesionario, la entidad 
concedente notificará por escrito al concesionario y a las entidades financiadoras su intención de 
poner fin a la relación. A efectos de determinar la compensación a abonar al concesionario se 
aplicarán las reglas y criterios fijados a tal efecto por la normativa europea para estos supuestos.

4. Si la autoridad concedente resuelve el contrato de concesión por razones de interés público, el 
concesionario tiene derecho a compensación por los siguientes conceptos:

a) el valor de las obras realizadas, más las cargas accesorias ya recepcionadas, una vez deducidas 
las amortizaciones, o, si las obras aún no han superado la fase de recepción, los costes realmente 
soportados por el concesionario;

b) los daños y perjuicios causados al concesionario, entre los que se incluirán los costes en que se 
haya incurrido o se vaya a incurrir como consecuencia de la resolución, incluidos los costes 
derivados de la resolución anticipada de los contratos financieros celebrados por el concesionario, 
incluyendo los de cobertura del riesgo de tipos de interés, de la inflación o cualesquiera similares. 

c) una indemnización por lucro cesante por todo el tiempo que reste de duración de la concesión 
que oscile entre un mínimo del 2 por 100 y un máximo del 5 por 100 de la cifra anual  de negocio, 
correspondiente a  los beneficios dejados de percibir por el concesionario, tomando como referencia 
los beneficios futuros previstos en el plan de negocio, y sobre la base de una valoración que tenga 
en cuenta las circunstancias, el tipo de inversiones previstas y las exigencias de protección 
crediticia de los prestamistas. En todo caso, los criterios de determinación de la indemnización 
deberán establecerse de forma inequívoca en la convocatoria e indicarse en el contrato, teniendo 
en cuenta el tipo y objeto de la relación concesional, con especial referencia al porcentaje de 
beneficio industrial y a los años a tener en cuenta en el cálculo.
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5. Las sumas debidas en virtud del apartado anterior se destinarán prioritariamente a satisfacer los 
créditos de los prestamistas del concesionario y de los tenedores de títulos emitidos.

6. En ningún caso se podrá rescatar una concesión por motivos de oportunidad. En este caso se 
deberá acudir a las reglas de la expropiación forzosa.

Artículo 56. Finalización y reversión

1. Cuando finalice el plazo de la colaboración público-privada el contratista entregará las obras e 
instalaciones o equipamiento a que esté obligado con arreglo al contrato. El concesionario deberá 
asegurar que la reversión cumpla los estándares de conservación y funcionamiento adecuados.

2. Durante un período anterior a la reversión, que deberá fijarse en el pliego, el poder adjudicador 
adoptará las disposiciones encaminadas a que la reversión prevista en el contrato se verifique en 
las condiciones convenidas.
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TÍTULO IV 

REGLAS ESPECIFICAS DE LOS MODELOS COLABORATIVOS DE COSTE OBJETIVO

Artículo 57. Régimen económico. Reglas generales

1. El régimen económico del contrato de colaboración de coste objetivo se configura por los 
importes de los Costes Definidos y del Beneficio Industrial incluidos en la oferta presentada por el 
Contratista, en su caso, por el importe de los Eventos de Compensación y del porcentaje de ahorro 
o sobrecoste previsto, así como cualesquiera otros conceptos que se establezcan en este 
Documento Descriptivo.

2. El Contratista recibirá un precio que será equivalente a la suma de los costes reales incurridos en 
la ejecución de las unidades de obra ejecutadas o, en su caso, de la prestación contractual 
efectuada, y del importe del Beneficio Industrial. Adicionalmente, se repercutirá al Contratista el 
correspondiente porcentaje de ahorro o sobrecoste respecto al coste objetivo establecido en su 
oferta. 

3. Si durante la ejecución del contrato se producen acontecimientos o circunstancias que provocan 
un retraso en la finalización de las obras, éstos pueden considerarse como Eventos de 
Compensación, originando una retribución adicional al Contratista. A tales efectos, para que dichos 
acontecimientos o circunstancias puedan tomarse en consideración en la oportuna retribución al 
Contratista, resulta necesario que se encuentren entre alguno de los supuestos de hecho definidos 
en el pliego o en el documento descriptivo. Si un Evento de Compensación no está definido, haya 
o no retraso en la finalización del contrato, el contratista no podrá solicitar la oportuna retribución en 
concepto de esta circunstancia. 

4. Los ahorros y sobrecostes respecto del Coste Objetivo se repartirán entre el poder adjudicador y 
el contratista conforme al porcentaje ofertado y pactado.

5. Las revisiones de precios conforme a las reglas previstas en el contrato supondrán un correlativo 
incremento del Coste Objetivo.

Artículo 58. Coste definido y beneficio industrial

1. El coste objetivo ofrecido por el Contratista se compone por el Coste Definido y el Beneficio 
Industrial, el cual incluye aquellos costes que asuma el Contratista y que no estén incluidos en el 
Coste Definido de su oferta. 

2. El Coste Definido incluye únicamente los importes calculados utilizando los tipos y porcentajes 
establecidos en el pliego o documento descriptivo y otros importes a precios de mercado abierto o 
de licitación competitiva con deducciones por todos los descuentos, rebajas e impuestos que 
puedan recuperarse. Para la acreditación del Coste Definido el contratista debe disponer, conservar 
y poner a disposición del poder adjudicador cada uno de los siguientes soportes documentales: libro 
de registro de contabilidad de los pagos de los Costes Definidos satisfechos por el contratista;  libro 
de registro y copia de las facturas o cualquier otro soporte documental admitido en Derecho que 
sirva como medio de acreditación del pago de los Costes Definidos; libro de registro de 
notificaciones y evaluaciones de los Eventos de Compensación que sucedan durante la ejecución 
del contrato, para los casos y aquellos libros de registro que resulten estrictamente necesarios 
según el objeto del contrato.
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3. Los costes en los que incurra el Contratista y que deben tomarse en consideración en el Coste 
Definido deben conocerse, en todo momento, por el Órgano de Contratación, así como el oportuno 
porcentaje de Beneficio Industrial. El contratista debe permitir al Director de Proyecto efectuar, en 
cualquier momento y dentro del horario laboral, inspecciones de las cuentas y los libros de registro 
de los que esté obligado a disponer según el contrato, así como cualesquiera otros que se prevean 
en la legislación de aplicación.

Artículo 59. Evaluación del importe adeudado por el Director de Proyecto

1. Para la evaluación del importe adeudado, el contratista presentará una solicitud de pago al 
Director de Proyecto con el Coste Definido para cada parte de las obras que haya sido finalizada y, 
en todo caso, antes de la finalización de cada periodo de evaluación en la forma en la que el Director 
de Proyecto le haya indicado. La solicitud de pago presentada debe contener como mínimo el 
importe que el Contratista considera adeudado en cada fecha de evaluación, así como el desglose 
acreditativo de dicho importe, acreditando, a su vez, la forma en la que se ha calculado el importe 
adeudado. 

2. El Director de Proyecto calculará el importe adeudado en cada fecha de evaluación, para lo que 
toma en consideración la solicitud de pago que hubiese presentado el Contratista antes de cada 
fecha de evaluación. Para ello, el Contratista debe notificar y poner a disposición del Director de 
Proyecto los registros documentales enumerados en el contrato para demostrar que el Coste 
Definido declarado ha sido correctamente valorado de conformidad con la información disponible en 
los mismos. 

3. El Director de Proyecto revisará los registros puestos a su disposición y, en un plazo máximo de 
cuatro (4) semanas desde la notificación del contratista, deberá optar por aceptar que la parte del 
Coste Definido reclamado es correcta; o por notificar al contratista que se no se dispone de la 
información suficiente para confirmar la procedencia del importe de Coste Definido reclamado; o por 
notificar al contratista los errores comprobados en su solicitud de pago y que, en consecuencia, 
deben ser adaptados a la realidad.

4. El contratista facilitará los registros adicionales que se le soliciten o comunicará la corrección de 
los errores de su evaluación en un plazo de cuatro (4) semanas a partir de la notificación del Director 
de Proyecto. El Director de Proyecto debe inspeccionar el nuevo soporte documental proporcionado 
o las subsanaciones que se hayan efectuado por el Contratista en su evaluación y, en el plazo de 
cuatro (4) semanas desde su recepción debe aceptar que la parte del Coste Definido sobre la que 
había hecho manifestaciones previamente es correcta o, notificar al Contratista que la evaluación 
de la oportuna parte del Coste Definido es correcta.

5. Si el Director de Proyecto no notifica una decisión sobre esa parte del Coste Definido en el plazo 
indicado, la valoración del Contratista se considerará correcta.

6. En los casos en los que el Director de Proyecto compruebe que en el certificado del importe 
adeudado emitido concurre algún defecto o error en la evaluación realizada, dicho error, omisión o 
incorreción podrá ser corregido en el certificado que emita con posterioridad al afectado.

7. En lo que respecta a las fechas de cálculo del importe adeudado, la primera fecha de cálculo la 
establece el Director de Proyecto como parte del Programa Aceptado, siendo, en todo caso, anterior 
a la finalización del primer periodo de evaluación establecido en el citado Programa.  Las 
evaluaciones del importe incurrido con posterioridad deben producirse al final de cada periodo de 
evaluación, el cual deberá tener lugar siempre antes de que se produzcan los siguientes hitos: (i) 
que el Supervisor haya emitido el Certificado de Defectos de la obra o (ii) la fecha en la que el 
Director de Proyecto haya emitido el oportuno Certificado de conclusión de la obra.
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8. Si el Contratista presenta una solicitud de pago antes de cada fecha de evaluación, el importe 
adeudado en la fecha de evaluación que deba notificarse al Director de Proyecto será el resultado 
de la suma del Precio por el Trabajo Realizado hasta la Fecha más otras cantidades a pagar por el 
Contratista, menos las cantidades que el Contratista deba retener o pagar.

Artículo 60. Registro de alertas tempranas

1. El Contratista y el Director de Proyecto se comunicarán mutuamente con antelación en cuanto 
tengan conocimiento de cualquier circunstancia que pueda:

a) Aumentar el total de los Precios.
b) Retrasar la Finalización de la obra.
c) Retrasar el cumplimiento de una Fecha Clave.
d) Perjudicar la ejecución de las obras en uso.

2. El Director de Proyecto o el Contratista podrán dar una Alerta Temprana notificando a la otra parte 
cualquier otra circunstancia que pudiera incrementar el coste total del Contratista. El Director de 
Proyecto inscribe los preavisos recibidos en el Registro de Alertas Tempranas. Como se indicará en 
la cláusula correspondiente, no es necesaria la Alerta Temprana de una circunstancia para la que 
se haya notificado previamente un Evento de Compensación.

3. El Director de Proyecto preparará un primer Registro de Alertas Tempranas y lo notifica al 
Contratista en el plazo de una semana a partir de la fecha de inicio de ejecución del contrato. El 
Director de Proyecto convoca al Contratista para que asista a una primera reunión de Alerta 
Temprana en el plazo de dos semanas a partir de la fecha de inicio de los trabajos. Se celebran 
reuniones de Alerta Temprana posteriores en las siguientes circunstancias:

a) Si el Director de Proyecto o el Contratista dan instrucciones al otro para que asista a una reunión 
de Alerta Temprana y, en cualquier caso,

b) Con un intervalo no superior al establecido en los Datos del Contrato hasta la Finalización de la 
totalidad de las obras.

4. El Director de Proyecto o el Contratista podrán dar instrucciones a otras personas para que 
asistan a una reunión de Alerta Temprana, si la otra parte está de acuerdo. En este sentido, un 
Subcontratista asistirá a una reunión de Alerta Temprana si su asistencia puede ayudar a decidir las 
actuaciones a seguir. 

5. En una reunión de Alerta Temprana, los asistentes cooperarán para:

a) Plantear propuestas sobre cómo pueden evitarse o reducirse los efectos de cada circunstancia 
incluida en el Registro de Alerta Temprana.

b) Buscar soluciones que beneficien a todos los afectados.
c) Decidir las medidas que se tomarán y quién, de acuerdo con el contrato, las tomará.
d) Decidir qué asuntos pueden eliminarse del Registro de Alerta Temprana. 
e) Revisar las acciones inscritas en el Registro de Alerta Temprana para solucionar las 

circunstancias registradas previamente y decidir si es necesario tomar acciones diferentes y 
quién, de conformidad con el contrato, las tomará.
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6. El Director de Proyecto accede al oportuno Registro de Alerta Temprana para dejar constancia de 
las decisiones adoptadas en cada reunión de Alerta Temprana y facilita una copia del Registro de 
Alerta Temprana revisado al Contratista en el plazo de una semana a partir de la reunión de Alerta 
Temprana. 

7. Si una decisión requiere una adaptación en el Objeto del contrato instruye al Contratista de este 
al mismo tiempo que se emite la copia del Registro de Alerta Temprana revisado.
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TITULO V

MODELOS DE FINANCIACIÓN DE MODELOS DE COLABORACIÓN DE NATURALEZA 
CONCESIONAL

Artículo 61. Regla general de la financiación

1. Las inversiones necesarias para desarrollar una concesión serán financiadas, total o 
parcialmente, por el concesionario que, en todo caso, asumirá el riesgo operacional en función de 
la inversión realizada.

2. El concesionario podrá recurrir a la financiación ajena para hacer frente a sus obligaciones 
contractuales, pudiendo obtenerla mediante la contratación de préstamos o créditos con entidades 
de crédito de acuerdo con el ordenamiento jurídico vigente. Dichos contratos deberán ser 
comunicados al órgano de contratación en el plazo de un mes desde su suscripción.

3. Asimismo, el concesionario podrá recurrir a otros medios de financiación privada previa 
autorización del órgano de contratación.

4. Cuando existan razones de rentabilidad económica o social o concurran singulares exigencias 
derivadas del fin público o interés general de las obras o del servicio objeto de concesión, la entidad 
contratante podrá también aportar recursos públicos para su financiación, siempre que ello se haya 
especificado en el pliego y se haya computado su cuantía en el valor estimado señalado en el 
anuncio de licitación, debiendo respetarse en todo caso el principio de asunción de riesgo por el 
concesionario.

5. La construcción de la obra pública objeto de concesión podrá asimismo ser financiada con 
aportaciones de otras Administraciones públicas distintas a la concedente, en los términos que se 
contengan en el correspondiente convenio, y con la financiación que pueda provenir de otros 
organismos nacionales o internacionales.

Artículo 62. Arrendamiento operativo

1. Para financiar la realización, adquisición y terminación de obras o servicios públicos, sean o no 
concesionales, las entidades concedentes pueden celebrar contratos de arrendamiento financiero.

2. La empresa de arrendamiento financiero adquiere un bien existente o por construir a un operador 
económico y lo cede para su uso, durante un determinado periodo de tiempo, a la administración 
pública a cambio del pago de un alquiler periódico fijo que incluye cualquier servicio auxiliar.

3. Si el operador económico es una agrupación temporal de empresas formada por la parte 
financiadora y una o varias partes realizadoras, cada una de ellas responde de la obligación 
específica asumida en el contrato. La parte financiadora también puede presentar su oferta 
individualmente, en cuyo caso puede contar con el apoyo de la parte realizadora.

4. Una o varias personas integrantes de la unión temporal de empresas, en caso de apertura de 
liquidación judicial, incumplimiento o concurrencia de cualquier causa que impida el cumplimiento 
de la obligación, podrán ser sustituidas durante la fase de licitación o ejecución por otras personas 
que reúnan los mismos requisitos y características. El órgano de contratación sólo podrá oponerse 
en el caso de que la persona indicada para hacerse cargo no reúna los requisitos subjetivos y 
objetivos necesarios.
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5. El cumplimiento de las obligaciones de la entidad concedente queda, en todo caso, condicionado 
al resultado positivo de la prueba de recepción, o a la verificación de la conformidad en cuanto a la 
gestión funcional de la obra de acuerdo con los procedimientos establecidos. El adjudicatario 
deberá garantizar el correcto mantenimiento del bien hasta el momento de su rescate.

6. La obra objeto de arrendamiento financiero sigue el régimen de obra pública a efectos 
urbanísticos, constructivos y expropiatorios siempre que, en el mismo contrato, se establezca que 
al finalizar el plazo de arrendamiento el promotor está obligado a su rescate. El arrendador podrá 
conceder un derecho de superficie sobre la zona pública donde se vaya a realizar la obra.

7. Las obras también pueden realizarse en terrenos a disposición del adjudicatario. El primer inciso 
del párrafo 8 de este artículo también se aplica en este caso.

8. El contrato deberá prever en todo caso la opción de amortización anticipada.

Artículo 63. Financiación de contratos por disponibilidad

1. El modelo de colaboración público-privada por disponibilidad consiste en un canon de puesta a 
disposición, que es proporcional al periodo real durante el cual el operador económico ha 
garantizado el disfrute de la obra o servicio, siempre que la falta o reducción del disfrute no forme 
parte del riesgo asumido por el concedente.

2. Cuando se acuerda la transmisión de la propiedad de la obra o el servicio al organismo 
concedente, la contraprestación también consiste en:

a) una posible contribución en el curso de la construcción, que no supere el 50% del coste de 
construcción de la obra o de puesta en funcionamiento del servicio;
b) un precio de transferencia, que se abonará al final del contrato, determinado en relación con el 
valor residual de mercado de la obra o del servicio y teniendo en cuenta el importe ya abonado en 
concepto de tasa de disponibilidad y cualquier contribución en curso.

3. Salvo acuerdo en contrario entre las partes y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 4, el 
riesgo de incumplimiento o retraso en la concesión de las autorizaciones o de cualquier otro acto 
administrativo que afecte a la terminación o dirección técnica de la obra será por cuenta del 
concedente.

4. El riesgo de que no se adopten o se adopten con retraso actos de aprobación o conformidad por 
parte de autoridades distintas de la autoridad otorgante, relativos al diseño y a las posibles variantes 
durante el transcurso de las obras, corre a cargo del operador económico.

5. Las variantes a adoptar en el curso de los trabajos son comunicadas por el operador económico 
a la entidad adjudicadora para que ésta pueda oponerse cuando alteren las características 
específicas de los trabajos indicadas en el pliego de condiciones.

6. El contrato determinará la forma de distribuir entre las partes las cargas sobrevenidas que afecten 
a la contraprestación pactada para la realización y explotación de la obra, derivadas de 
disposiciones normativas o medidas de autoridad.

7. La entidad concedente puede otorgar al operador económico la condición de beneficiario de la 
expropiación forzosa.
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8. La entidad adjudicadora elaborará, junto con el anuncio o convocatoria, un pliego de condiciones 
en el que se indicarán las características específicas de la obra, los criterios de determinación y 
reducción de la contraprestación, las formas de constitución de garantías y fianzas, además de 
condiciones funcionales para asegurar el exacto cumplimiento de las obligaciones contractuales.

9. En el anuncio se indicarán los criterios, según el orden de importancia que se les atribuya, en 
función de los cuales se efectuará la evaluación comparativa de las distintas ofertas.

10. El contrato de disponibilidad sólo puede firmarlo el operador económico que esté en posesión, 
ya sea por sí directamente o por el grupo de empresas al que pertenece, de los requisitos generales 
de cualificación y participación que se determine en el pliego atendiendo a la experiencia previa y 
capacidad financiera.

11. El órgano concedente, en la forma prevista en el contrato, tiene derecho a controlar la marcha 
de los trabajos y a comprobar la obra terminada antes de su entrega, proponiendo, en su caso, las 
modificaciones y variaciones necesarias, siempre que éstas no alteren características específicas 
de la obra indicadas en el pliego de condiciones de ejecución.
12. En el contrato se determinarán los casos y la forma en que podrá modificarse el contrato, incluso 
mediante una reducción de la comisión de disponibilidad, para ajustarlo a la equidad, teniendo en 
cuenta también la necesidad de proteger a los acreedores

Artículo 64. Financiación mediante hipoteca

1. Las diferentes concesiones, con los bienes y derechos que lleven incorporados, serán 
hipotecables conforme a lo dispuesto en la legislación hipotecaria, previa autorización del órgano 
de contratación.

No se admitirá la hipoteca de concesiones en garantía de deudas que no guarden relación con la 
concesión correspondiente.

2. Las solicitudes referentes a las autorizaciones administrativas previstas en este artículo y en el 
siguiente se resolverán por el órgano competente en el plazo de un mes, pudiendo entenderse 
desestimadas si no se resuelven y notifican en ese plazo.

3. El adjudicatario en el procedimiento de ejecución hipotecaria quedará subrogado en la posición 
del concesionario, previa autorización administrativa, en los términos que se establecen en el 
apartado siguiente.

4. Todo el que desee participar en el procedimiento de ejecución hipotecaria en calidad de postor o 
eventual adjudicatario, incluso el propio acreedor hipotecario si la legislación sectorial no lo 
impidiera, deberá comunicarlo al órgano de contratación para obtener la oportuna autorización 
administrativa, que deberá notificarse al interesado en el plazo máximo de 15 días y sin la cual no 
se le admitirá en el procedimiento. La autorización tendrá carácter reglado y se otorgará siempre 
que el peticionario cumpla los requisitos exigidos al concesionario.
Si hubiera finalizado la fase de construcción o ésta no formara parte del objeto de la concesión, solo 
se exigirán los requisitos necesarios para llevar a cabo la explotación de la obra.
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5. Si la subasta quedara desierta o ningún interesado fuese autorizado por el órgano de contratación 
para participar en el procedimiento de ejecución hipotecaria, la Administración concedente podrá 
optar por alguna de las siguientes actuaciones en el supuesto de que el acreedor hipotecario 
autorizado, en su caso, para ser concesionario no opte por el ejercicio del derecho que le atribuye 
el artículo 671 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil:

a) Acordar el secuestro o intervención de la concesión sin que el concesionario pueda percibir 
ingreso alguno. Se dará trámite de audiencia al acreedor hipotecario para ofrecerle la posibilidad de 
proponer un nuevo concesionario. Si la propuesta no se produjera o el candidato propuesto no 
cumpliera los requisitos exigibles conforme a lo establecido en el apartado anterior, se procederá a 
la licitación de la misma concesión en el menor plazo posible.

b) Resolver la concesión quedando la Administración liberada con la puesta a disposición de los 
acreedores del importe de la indemnización que correspondiera al concesionario.

Artículo 65. Financiación mediante créditos participativos o de mercado de capitales

1. Se admiten los créditos participativos para la financiación de la construcción y explotación, o solo 
la explotación, de las obras objeto de concesión. En dichos supuestos la participación del 
prestamista se producirá sobre los ingresos del concesionario.

2. El concesionario podrá amortizar anticipadamente el capital prestado en las condiciones 
pactadas.

3. Excepcionalmente, las Administraciones Públicas podrán contribuir a la financiación de la obra 
mediante el otorgamiento de créditos participativos. En tales casos, y salvo estipulación expresa en 
contrario, el concesionario no podrá amortizar anticipadamente el capital prestado, a no ser que la 
amortización anticipada implique el abono por el concesionario del valor actual neto de los 
beneficios futuros esperados según el plan económico-financiero revisado y aprobado por el órgano 
competente de la Administración en el momento de la devolución del capital.

4. La obtención de estos créditos deberá comunicarse al órgano de contratación en el plazo máximo 
de un mes desde la fecha en que cada uno hubiera sido concedido.

5. Se podrá utilizar también la financiación mediante el mercado de capitales y los denominados
Projects Bonds.
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TITULO V

 ESPECIALIDADES EN LA TRAMITACION ADMINISTRATIVA DE INVERSIONES DE INTERES 
GEOESTRATEGICO VINCULADAS A LOS DIFERENTES MODELOS DE COLABORACION

Artículo 66. Inversiones de interés geoestratégico.

1. Son inversiones de interés geoestratégico aquellas iniciativas de inversión empresarial, tanto de 
instalación como de ampliación o mejora, declaradas como tales por el Gobierno por gozar de una 
cualificada relevancia geoestratégica para el desarrollo económico, social y territorial, en atención 
al volumen de inversión y siempre que dichas iniciativas cumplan algunos de los siguientes 
requisitos:

a) La aportación de recursos que garanticen la resistencia y resiliencia frente a crisis o emergencias 
ambientales, energéticas, sanitarias u otras equivalentes, mejorando los mecanismos de 
adaptación, sostenibilidad, preparación y respuesta.

b) La generación de cadenas de suministro diversificadas y seguras para garantizar un adecuado 
abastecimiento.

c) El fomento de la competitividad, innovación y sostenibilidad de los sectores productivos y de 
investigación implicados que promueva la mejora de las prestaciones, servicios y actividades en los 
ámbitos o sectores que se determinen mediante Acuerdo del Gobierno a propuesta del Ministerio 
competente en materia de economía.

d) Aquellas destinadas al cumplimiento de los criterios OSD, así como al desarrollo de energías 
limpias y sostenibles que cumplan los criterios de descarbonización.

2. Para declarar de interés geoestratégico un proyecto inversor deberá considerarse su impacto en 
términos de inversión en activos fijos que alcancen considerando su impacto para corregir los 
déficits de generación de renta, población, empleo y de actividad productiva, a fin de conseguir la 
cohesión en el desarrollo uniforme de la nación.

3. Los solicitantes de la declaración de interés estratégico deberán acreditar, mediante declaración 
responsable, el cumplimiento de los criterios ESG relativos a la sostenibilidad ambiental, social y 
gobernanza, así como que no gestiona fondos mediante sociedades offshore, salvo que ello se 
haga con transparencia y esté justificado por el funcionamiento ordinario de las empresas del sector 
para operaciones similares, y que no estén domiciliadas en países calificados como “paraísos 
fiscales”.

Artículo 67. Declaración y tramitación de las inversiones de interés geoestratégico

1. La declaración de una inversión de interés geoestratégico se acordará por el Gobierno, a 
propuesta conjunta del Ministerio competente en materia de economía y del Departamento que sea 
competente por razón de la materia, previo informe del Consejo asesor de fomento. 

2. La iniciación del procedimiento de declaración de las inversiones de interés geoestratégico se 
producirá a petición de la persona interesada. 

3. El impulso del procedimiento para la declaración de inversión de interés geoestratégico 
corresponde al Ministerio competente en materia de economía.
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4. La declaración de interés geoestratégico podrá exigir al solicitante, de forma motivada, tanto una 
garantía que responda de la ejecución del proyecto inversor en los términos propuestos como una 
serie de medidas correctoras económicas que incentiven su adecuada ejecución.

5. La declaración de interés geoestratégico se podrá acordar en cualquier momento de la 
tramitación administrativa, pero sólo surtirá efectos a partir de la fecha en que se declare el interés 
estratégico de la inversión.

6. La solicitud de declaración de inversión de interés geoestratégico se entenderá desestimada si 
la resolución no fuere dictada y notificada en el plazo máximo de tres meses computados desde la 
fecha de la presentación de dicha solicitud.

7. El Gobierno, a propuesta motivada conjunta del Ministerio competente en materia de economía 
y del Ministerio que sea competente por razón de la materia, previa audiencia al promotor del 
proyecto, declarará la caducidad de la condición de un proyecto como inversión de interés 
geoestratégico por inactividad manifiesta del interesado en cuanto a la realización de las 
tramitaciones precisas para su ejecución en los términos propuestos. La caducidad de la 
declaración conllevará la incautación de la garantía que, en su caso, se hubiese constituido al 
efecto.

Artículo 68. Efectos de la declaración de inversión de interés geoestratégico

1. Las Inversiones de interés geoestratégico tendrán en sus distintos trámites administrativos un 
impulso preferente y urgente por las Administraciones públicas competentes. 

2. Los plazos ordinarios de trámite en los procedimientos administrativos que afecten a inversiones 
declaradas de interés geoestratégico se reducirán a la mitad, salvo los relativos a la presentación 
de solicitudes y recursos.

3. En los casos en que se requiera licencia de actividad clasificada o de apertura podrá tramitarse 
y concederse anticipadamente la licencia urbanística.

4. Adicionalmente, la declaración de interés geoestratégico podrá incluir la declaración de utilidad 
pública o interés social de las expropiaciones precisas para la ejecución del proyecto inversor 
siempre que su ámbito territorial esté delimitado en tal declaración y se constante la imperiosa 
necesidad de las mismas por razones excepcionales debidamente justificadas.

5. La declaración de interés geoestratégico de proyectos inversores podrá incluir asimismo la 
declaración de utilidad pública de las líneas de suministro eléctrico, tanto desde la red de transporte 
o de distribución como desde instalaciones de generación en régimen de autoconsumo vinculadas 
a los mismos, siempre que, tales líneas no precisen de autorización administrativa previa y de 
construcción o, en el caso de suministro desde instalaciones de generación en régimen de 
autoconsumo con excedentes, dispongan de las preceptivas autorizaciones administrativas previa 
y de construcción.

6. Los inmuebles patrimoniales de la Administración General del Estado y su sector público 
institucional incluidos en el ámbito de un proyecto inversor declarado de interés geoestratégico, 
serán considerados como necesarios para la realización de un fin de interés general a los efectos 
de su posible enajenación por procedimiento de adjudicación directa, de acuerdo con el artículo 
107.1 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de patrimonio de las Administraciones Públicas.
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TÍTULO VI

COLABORACIÓN PÚBLICO-PRIVADA DE CARÁCTER PATRIMONIAL

Artículo 69. Fórmulas patrimoniales de colaboración público-privada

1. Para la valorización de propiedades públicas al servicio de inversiones de interés general se 
podrán utilizar fórmulas colaborativas de carácter patrimonial, conforme a las reglas de utilización y 
disposición de los bienes y derechos de titularidad pública.

2. Los instrumentos de colaboración público-privada de carácter patrimonial se consideran negocios 
jurídicos de carácter patrimonial conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley 9/2017, de 
contratos del sector público, y se regirán por la legislación patrimonial.

3. Los instrumentos de colaboración público-privada patrimonial no implicarán en ningún caso la 
cesión a los colaboradores privados de la titularidad de suelos o inmuebles de titularidad pública. 

4. Los instrumentos de colaboración público-privada podrán incorporar/consistir en todas o algunas 
de las siguientes fórmulas:

a) la constitución y explotación de un derecho de superficie a favor de los colaboradores privados 
sobre una o varias parcelas, al amparo de lo previsto en los artículos 53 y 54 del Texto Refundido 
de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana.

b) la celebración de contratos atípicos para la explotación de bienes patrimoniales, al amparo de lo 
previsto en los artículos 110 y 11 de la Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas, 
rigiéndose la preparación y adjudicación de estos contratos por las normas de competencia y 
procedimiento establecidas para la transmisión de inmuebles.

c) la concesión de parcelas o inmuebles de dominio público, que se otorgará preferentemente en 
régimen de concurrencia competitiva, si bien cabrá acordar el otorgamiento directo por ser 
necesario el inmueble para la realización de un fin de interés general, al amparo de lo previsto en el 
artículo 137.4 c) de la Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

5. Las obligaciones contractuales tendrán carácter de esencial en todo lo relacionado a la correcta 
explotación del bien o derecho que se ponga a disposición del colaborador privado.

Artículo 70. Procedimiento de selección de los colaboradores privados

1. La selección del colaborador privado se realizará mediante el oportuno procedimiento de 
concurrencia competitiva, salvo lo dispuesto para la concesión directa de inmuebles de dominio 
público prevista en la legislación sectorial aplicable.

2. El pliego de cada procedimiento recogerá, al menos, los siguientes aspectos:

a) La tasación inicial de los bienes y derechos a efectos del eventual ejercicio de la opción de 
compra.

b) los precios de las rentas arrendaticias finales y sus mecanismos de actualización, con la finalidad 
de evitar especulación en la gestión y garantizar la honesta explotación patrimonial. 

c) los estándares de calidad de la construcción.
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d) los mecanismos de garantía del equilibrio económico de los colaboradores privados y de ayuda 
a los usuarios finales de la inversión mediante estos instrumentos.

4. Junto a la solicitud de participación en el procedimiento concurrencia competitiva, los candidatos 
aportarán información sobre su condición jurídica, con especial referencia al de indicadores 
ambientales, de sostenibilidad social y de gobierno corporativo (ESG).
Asimismo, deberán presentar una declaración responsable de no estar domiciliados en un paraíso 
fiscal ni gestionar fondos mediante sociedades offshore, salvo que dicha gestión se realice con 
transparencia y esté justificada por el funcionamiento ordinario de las empresas del sector para 
operaciones similares.

5. Con respeto al principio de proporcionalidad, cabrá exigir una cualificación subjetiva específica 
respecto a la experiencia, calidad y disponibilidad de medios adecuados para cumplir con la 
prestación. En particular, cabrá establecer como requisito de admisión a los procedimientos que los 
candidatos acrediten la disponibilidad efectiva de los medios materiales y personales y de los títulos 
habilitantes necesarios para acometer la operación, así como de la experiencia adquirida en la 
realización de operaciones análogas previas.

6. En la selección de los colaboradores privados se atenderá como elemento preferente a la oferta 
más ventajosa, o en su caso, de mayor valor añadido desde la perspectiva de calidad y de garantía 
de continuidad, sostenibilidad ambiental, accesibilidad, asequibilidad, disponibilidad y exhaustividad 
de los servicios ofrecidos a los usuarios. A tal efecto, la valoración de los proyectos de iniciativa 
privada o de las ofertas presentadas en los procedimientos de concurrencia competitiva, atenderá 
al cumplimiento de indicadores ambientales, de sostenibilidad social y de gobierno corporativo 
(ESG).

Artículo 71. Gestión y explotación de los instrumentos de colaboración público-privada

1. La gestión y explotación de los instrumentos de colaboración público-privada corresponderá en 
todo caso a los colaboradores privados, que asumirán íntegramente los costes necesarios para la 
construcción, puesta a disposición y mantenimiento de los bienes destinados a los usuarios finales.

2. La contraprestación de los colaboradores privados consistirá en la adjudicación de derechos de 
explotación patrimonial, sin perjuicio de su reversión total al finalizar el plazo del instrumento de 
colaboración público-privada. A tal efecto se tendrá derecho a percibir por parte de los usuarios, 
como contraprestación, los precios determinados con ocasión de la oferta seleccionada si así se 
hubiera previsto en el procedimiento.

3. El plazo máximo, conforme a la normativa patrimonial, será de 75 años. El canon de explotación 
permitirá asegurar una rentabilidad razonable y se podrá adoptar, al alza o la baja, en función de los 
resultados económicos que se obtengan.

4. Cuando concurran circunstancias de interés público que impidan la efectiva utilización de las 
instalaciones para el destino autorizado, tales como obras, acontecimientos públicos, situaciones 
de emergencia o cualesquiera otras de naturaleza similar, siempre que las mismas no tengan su 
origen en causas imputables al concesionario, el plazo concesional quedará suspendido. La 
suspensión no genera derecho a indemnización alguna a favor del concesionario, sin perjuicio de la 
ampliación del plazo concesional por el tiempo de su duración.
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5. Vencido el periodo de vigencia de la colaboración, el concesionario podrá ser obligado a continuar 
prestando el servicio por razones de interés público, durante el tiempo necesario hasta la 
formalización de una nueva concesión

Disposición transitoria primera. Régimen aplicable a procedimientos en tramitación

1. Los procedimientos en tramitación y ya en ejecución a la entrada en vigor de esta ley se regirán 
por la normativa conforme a la cual se iniciaron.

2. En los contratos no adjudicados se podrá incluir en el contrato las previsiones de esta Ley que se 
consideren convenientes para la mejor ejecución.

Disposición derogatoria. Cláusula derogatoria

1. Quedan derogadas todas aquellas normas de igual o inferior rango que se opongan a lo 
dispuesto en esta ley.

2. En concreto se deroga el artículo 29.6 y 9, y los artículos 252 a 297 de la LCSP, así como la Ley 
y del reglamento de desindexación aplicables a los diferentes modelos colaborativos contenidos en 
esta ley.

Disposición final primera. Títulos competenciales

Los preceptos de esta ley se dictan al amparo del artículo 149.1.18 de la Constitución en materia de 
«bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas». Por su parte, los restantes artículos 
de la presente Ley constituyen legislación básica dictada al amparo del artículo 149.1.18. de la 
Constitución en materia de legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y, en 
consecuencia, son de aplicación general a todas las Administraciones Públicas y organismos y 
entidades dependientes de ellas.

Disposición final segunda. Desarrollo reglamentario.

Se faculta al Gobierno y a los titulares de los Ministerios en sus respectivos ámbitos de 
competencias para dictar cuantas disposiciones fueran necesarias para el desarrollo y ejecución de 
esta ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Estado.
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